Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N” 132 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2002 


Reunión celebrada el día 1” de agosto de 2003 


SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 27) 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda tiene el agrado de recibir a una 
delegación de ex trabajadores del Instituto Nacional de Abastecimiento, integrada por la doctora 
Cecilia Ituño, la señora Martha González, el contador Julio César Rojas y por los señores Álvaro 
Vilardo Roldán y Gustavo Castro. 


Les cedemos la palabra para escuchar su planteamiento. 
SEÑORA ITUÑO.- Queremos agradecer a los señores Diputados por habernos invitado. 


Somos funcionarios del ex Instituto Nacional de Abastecimiento, heredero de Subsistencias. Cuando en el 
año 2000 asumió el actual Gobierno, se tomó la decisión de suprimir el Instituto, y las autoridades aseguraron 
a los trabajadores que iba a haber una solución laboral para quienes quedábamos sin trabajo. La Ley de 
Presupuesto de este Gobierno, N” 17.296, en sus artículos 378, 379 y 380 suprimió el Instituto y estableció 
que los funcionarios ingresados antes del 31 de diciembre del año 1998 pasaran a la función pública y que los 
ingresados después de esa fecha fueran como becarios al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En este 
momento los becarios estamos prestando funciones en esa Cartera. 


Concretamente, el artículo 378 de la Ley de Presupuestos creó una injusticia al discriminar entre funcionarios 
de igual condición; ingresamos todos en las mismas condiciones y con iguales derechos, pues pertenecíamos 
todos a esa persona pública no estatal, pero la mencionada ley creó dos categorías de funcionarios, con 
distintos derechos. 


Lo que hemos solicitado en diversas oportunidades -ya es la segunda vez que comparecemos ante esta 
Comisión- es que esta injusticia sea subsanada, pues no tiene fundamento legal alguno; por lo menos, 
nosotros no lo encontramos. 


Entonces, una de las razones básicas por la que venimos a este ámbito es solicitar -como ya lo hicimos en 
otras oportunidades- que en esta instancia de la discusión de la Rendición de Cuentas, se modifique el 
artículo 378 de la Ley de Presupuesto y se elimine esa limitación que discrimina entre los funcionarios del 
Instituto Nacional de Abastecimiento. 


Por otra parte, también hemos dialogado con las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
recibimos total apoyo del señor Ministro, que nos ha manifestado que, dentro de sus posibilidades y de lo que 
la ley permite, quiere buscar una solución para nosotros. Pero el problema es que los contratos de beca 
vencen a fines de noviembre de este año. En la Ley de Rendición de Cuentas anterior se aprobó un capítulo - 
que comprende los artículos 29 al 43- que regula los contratos de trabajo a término. El artículo 43 permitió 
que los becarios del Instituto Nacional de Abastecimiento pudieran acogerse al régimen de contrato de 


trabajo a término. Sin embargo, a pesar de que el señor Ministro ha manifestado su intención de buscar una 
solución, todavía no hemos suscrito los contratos a término. Entonces, el segundo pedido que hacemos a los 
integrantes de esta Comisión es que, de no existir Rendición de Cuentas y de no ser posible la modificación 
del artículo 378, se solicite al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que firme los contratos a término; 
aunque para nosotros eso no es lo ideal, por lo menos nos proporcionaría una solución aceptable. 


Concretamente, solicitamos que el Ministerio de Trabajo firme los contratos a término y que el Ministerio de 
Economía y Finanzas continúe enviando los créditos previstos actualmente para el pago de los salarios de los 
becarios, que es lo que permite la financiación de ese tipo de contrato. 


SEÑOR URTAZÚ.- Conozco el caso de una funcionaria que, trabajando en la época de Subsistencias, 
firmó ese contrato de pasantía, que decía que en cierto plazo tenía que estar ubicada en un lugar 
determinado. Esta señora está cobrando el sueldo, pero tiene el temor de quedar sin trabajo, si no le 
asignan un lugar, lo que parece que sucedería según la redacción del contrato. 


SEÑOR CASTRO.- Quizás, no era becaria. 
SEÑOR URTAZÚ.- No; pero como fue después del 31 de diciembre de 1998, la tomaron como becaria. 


En realidad no recuerdo el texto del contrato, porque fue un caso que me comentaron hace tiempo; pero como 
tengo la oportunidad de estar acá como Diputado suplente, lo planteo. 


La redacción del contrato era de una injusticia tremenda, porque ella tenía que conseguir un lugar. Esta 
señora fue a la Oficina de Trabajo que hay en Rosario y le dijeron que ahí no precisaban gente. Y la señora 
quiere trabajar, porque la redacción del contrato daba a entender que si no la ubicaban, quedaba fuera en el 
término de dos años. 


¿Ustedes vieron los contratos que se han redactados? 


Se trata de una funcionaria que entró un mes después del 31 de diciembre de 1998. 


SEÑORA ITUÑO.- Por lo que tenemos entendido, actualmente todos los becarios están prestando 
funciones. 


En el caso concreto de esa señora quizás no, pero el 99,99% de los becarios está prestando funciones. Ignoro 
el caso concreto de esa señora. 


SEÑOR VILARDO.- En cuanto al caso que menciona el señor Diputado, debo decir que en el interior 
fue más difícil conseguir un puesto de trabajo, debido a que ya tenían el personal destinado a las 
dependencias del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Aclaro que nosotros fuimos designados exclusivamente para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
cosa que no sucedía con los otros compañeros, quienes podían desempeñarse en la Administración Central. 
Entonces, la señora no tenía otra opción que entrar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En las 
oficinas del interior -allí fueron pocos los casos de becarios- fue muy difícil reubicarlos, pero creo que al día 
de hoy están todos ubicados. Sí, tenían miedo porque existía la posibilidad de que si no trabajaban, no 
corrieran con buena suerte; pero la suerte que corre esa señora la corremos todos nosotros, o sea que no 
tendría que preocuparse porque no existe una ley especial para una sola persona. Si hay buena disposición 
para que tengamos un mejor futuro dentro de nuestras posibilidades, esa señora se va a amparar junto con 
nosotros. O sea que no pueden dejar sin trabajo a la señora, sin antes dejarnos a nosotros. Corremos todos con 
la misma suerte. 


SEÑOR URTAZÚ.- Agradezco la información, que voy a trasmitir a la señora para darle tranquilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la Ley de Rendición de Cuentas del año pasado, la N” 17.556, se estableció 
que el Ministerio los contrataría bajo el régimen de contrato a término. La propuesta de ustedes, o sea, 


la posibilidad de que dejen de ser becarios y pasen a tener un contrato a término ¿en qué mejora lo 
establecido en la normativa legal vigente? 


SEÑORA ITUÑO.- Nuestra propuesta sí mejora, porque los contratos a término no nos permite 
ascender, hacer carrera administrativa ni tener perspectiva de ir concursando; nos impide tener el 
legítimo derecho a progresar. Asimismo, el contrato a término nos sujeta a la voluntad del jerarca de 
turno del Ministerio en el que estamos y a la del Ministerio de Economía y Finanzas en cuanto a que 
resuelva continuar enviando o no las partidas para su financiación. El actual señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social nos ha manifestado que sí tiene voluntad de solucionar nuestro problema, 
pero no sabemos qué sucederá con los próximos. 


Por otra parte, el contrato a término tiene un plazo; es por un año. Si bien admite renovaciones sucesivas por 
un año, siempre está sujeto a esa eventualidad. 


La modificación del artículo que nosotros planteamos tiene que ver con la suerte que tuvieron nuestros otros 
compañeros del Instituto, a quienes los hicieron ingresar a la función pública, los equipararon a la calidad de 
funcionarios públicos, con los beneficios que ello tiene y, sobre todo, con la estabilidad que ello conlleva, 
tranquilidad que en el caso de los contratos a término no tenemos. 


SEÑOR IBARRA.- Me gustaría saber cuántos funcionarios becarios están en esta situación. 


SEÑOR VILARDO.- Al principio éramos sesenta, pero debido a las bajas o renuncias por equis 
motivos, quedamos entre cincuenta y cincuenta y cinco. 


Estamos hablando desde el 31 de diciembre de 1998 hacia adelante. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- La Comisión va a recibir a las autoridades del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social el martes 5 de agosto y vamos a plantear este tema al señor Ministro. De todos modos, 
quisiera saber la opinión que tienen con relación al trabajo del Ministerio, es decir, si perciben que la 
presencia de ustedes aporta a las necesidades de funcionarios de la Cartera. 


SEÑORA ITUÑO.- La respuesta está basada en apreciaciones exclusivamente personales. Nos gustaría 
que esa pregunta se la hicieran al señor Ministro. Pero ellos nos han manifestado -y nosotros lo 
sabemos- que cada uno de nosotros en su sección y en su área desempeña un trabajo muy importante. 
Por ejemplo, con relación a los becarios que ingresaron del INA del interior -como el caso de la señora 
que mencionaba el señor Diputado-, como Subsistencias tenía oficinas de venta al público en todo el 
país, muchos de ellos se domicilian en el interior; y eso significa que en muchos casos sean los únicos 
funcionarios que atienden oficinas del Ministerio en el interior. 


El Director de la División del Interior del Ministerio ha manifestado que para él la tarea que desempeñan los 
becarios es muy importante; los hay trabajando en todas las secciones del Ministerio. Trabajamos bien, con 
compromiso, con conciencia; sabemos que nuestros contratos se revisan día a día, mes a mes y año a año, y 
cumplimos nuestro trabajo a total satisfacción del Ministerio y con absoluta responsabilidad. Pero eso se los 
va a poder contestar mejor el señor Ministro. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Estoy pensando en voz alta en una posible solución. Ante la eventualidad 
de que la absorción como funcionarios públicos se produjera en el ámbito de otro Ministerio, ¿se 
avendrían al cambio? 


SEÑORA ITUÑO.- Una de las características que tienen los funcionarios públicos es que pueden 
distribuirse en otras reparticiones del Estado y nosotros actualmente somos becarios exclusivamente 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. No hemos hecho la consulta a todos los funcionarios, 
pero supongo que la totalidad estaría dispuesta a integrarse a donde nuestra función sea más 
necesaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, les agradecemos la presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de los ex trabajadores del Instituto Nacional de Abastecimiento) 


(Ingresa a Sala una delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
integrada por la Defensora de Oficio, doctora María Dolores Zuffo; la Directora de la División 
Escribanía, escribana Martha Cano, y la Actuaria, escribana Ana María Pena. 


SEÑORA PENA.- Venimos a solicitar nuestra inclusión en el artículo 5 de la Ley N” 17.502. Cuando 
esta ley se sancionó, se contempló una rebaja en la tasa del Impuesto a las Retribuciones Personales 
para los Magistrados del Poder Judicial y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Esa tasa 
también se bajó para los actuarios, los Defensores de Oficio y otros cargos del Poder Judicial, pero no 
se dijo nada del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Por ello, nosotros quedamos en el régimen 
anterior, con una tasa que es el doble de la que tiene el resto del Poder Judicial. Estamos en un sistema 
de incompatibilidad total; integramos la administración de Justicia y tenemos los mismos cargos; por 
lo tanto, por una cuestión de equidad, creo que debemos ser incluidos en ese artículo. Pienso que esto se 
pasó por alto, pero a nosotros nos ocasiona un perjuicio. Tampoco tenemos cargos de confianza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos un inconveniente. Como se trata de una rebaja tributaria, requiere 
iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Por lo que exponen, nos damos cuenta de que en la redacción 
del artículo olvidaron incluirlos, porque el objetivo fue que entrara toda la gente del Poder Judicial con 
cargos similares a los de ustedes; me refiero tanto a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y del Poder Judicial, como a los Actuarios y a los Defensores de Oficio. Es evidente que 
hubo una omisión, pero esto requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. De todas maneras, haremos las 
consultas pertinentes. 


SEÑORA PENA.- Planteamos esto previamente al señor Ministro de Economía y Finanzas, para que 
cuando mandara el Mensaje, hiciera la inclusión. Se lo explicamos por escrito, porque no pudimos 
acceder a él; lo dejamos en manos de la Secretaria. El escrito es similar al que presentamos a los 
señores Diputados. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Leímos el material que nos acercaron. Tenemos la impresión de que lo que 
ustedes plantean es de justicia. De todos modos, el 7 de agosto volveremos a recibir al señor Ministro de 
Economía y Finanzas y es nuestra intención plantear este tema. Creo que si hay voluntad de solucionar 
esta situación por parte del Ministerio, la iniciativa va a estar. Es evidente que si son funcionarios con 
dedicación total en las mismas condiciones que los otros, deben tener el mismo descuento; esto casi sale 
de aplicar la lógica. 


Plantearemos este tema cuando comparezca el señor Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Quisiera saber si además de esa entrevista frustrada llegaron a tener 
otras. Estos textos tienen sus redactores, hay gente que participó; a uno le da la impresión de que se 
cometió un error de redacción. Ya ha pasado otras veces; y parece que estamos frente a uno de esos 
casos. 


SEÑORA PENA.- Cuando yo hablé con la secretaria del Ministro y cuando la volví a llamar, me 
manifestó que había hablado con una de las secretarias, quien le dijo que eso se había discutido en su 
oportunidad y que se había desechado, porque se trata de cargos de particular confianza. Nuestros 
cargos no son de particular confianza. 


SEÑOR ABDALA.- Tengo entendido que esa era la diferencia. No es de estilo lo que voy a decir, pero 
en la medida en que los legisladores presentes estamos interpretando el error en forma coincidente, 
tenemos que ser muy francos con ustedes. 


Esta no es la instancia para solucionar este tema; en la Rendición de Cuentas no va a ser posible por razones 
políticas operativas. Pero me parece de orden que en la medida en que haya un error, lo subsanemos y demos 


apoyo al proyecto de ley que rápidamente venga del Poder Ejecutivo; si tiene disposición anímica, podemos 
darle un poco de calor para que irrumpa en esa línea. Es lo que podemos hacer; es lo que está a nuestro 
alcance. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto no tiene por qué estar exclusivamente en la Rendición de Cuentas. 
Pueden remitirlo en cualquier momento; las exoneraciones tributarias se votan rápidamente. 


SEÑORA ZUFFO.- Ese mismo procedimiento se llevó a cabo en el caso de los Ministros, quienes 
habían sido omitidos y luego, por un trámite posterior, se incorporaron a los del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Entonces, quedaron incluidos los cargos de confianza a los que dijeron 
que no y quedamos fuera los que no desempeñamos cargos de confianza. Para nosotros esto implica 
una gran diferencia, porque mientras al mismo cargo de Defensor de Oficio del Poder Judicial se le 
descuenta $ 2.073, a nosotros se nos descuenta $ 4.450, amén de que tampoco estamos cobrando la 
partida por perfeccionamiento técnico, que se sacó en el Presupuesto al eliminar la equiparación. Al 
cobrar, tenemos una diferencia de $ 3.050 por un mismo cargo, cumpliendo las mismas funciones y con 
iguales responsabilidades. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Cuántos funcionarios son? 
SEÑORA ZUFFO.- Somos cuatro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 


(Ingresa a Sala una delegación del Comité Ejecutivo del Sindicato Médico del Uruguay) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación del Comité Ejecutivo del Sindicato Médico del 
Uruguay, integrada por los doctores Escandor El-ters Ibrahim y Alberto García, las señoras Hebe 
Carrasco Sasco y María Celia Terradas Ackermann y las doctoras María Rosa Cruells Álvarez y Ana 
Everilda Pereyra. 


SEÑORA CRUELLS.- Queremos hacer referencia al artículo 22 de la Ley_N” 17.556, de 18 de 
setiembre de 2002, conocido por todos los señores legisladores. 


Hemos venido trabajando en este tema, peleando por varios aspectos. Por un lado, por mantener un servicio 
médico que tiene una calidad excelente, que ha tenido una atención ininterrumpida a lo largo de muchísimos 
años y que fue creado en el año 1943 como un logro de los trabajadores del Banco Hipotecario. 


Inicialmente en esta contienda, quizás por poca movilización por parte de los funcionarios y de los médicos 
del Banco, habíamos empezado perdiendo, ya que la Comisión de Hacienda lo votó negativamente. 
Posteriormente, a través del trabajo, de la información y del hecho de acercar la documentación a los señores 
legisladores -además, con un proyecto de reestructura de la clínica, intentando reducir los costos estatales, 
que era el objetivo del artículo 22-, mantuvimos reuniones con todo el Senado, pero el proyecto no se aprobó 
en la Comisión de Hacienda. Luego, se volvió a votar y, por unanimidad, se aprobó mantener -por lo menos, 
hasta que los legisladores lo decidan- el servicio médico del Banco Hipotecario y de los entes estatales. 


Traje aquí algunas cifras que luego les entregaré junto con el resto de la documentación que los avala, a los 
efectos de aclarar mejor este tema. Esta documentación cuenta con la firma de varios funcionarios del Banco 
Hipotecario que, en parte por el esfuerzo que ellos van a hacer y en parte por el aporte que haremos los 
médicos que estamos trabajando tercerizados con el Banco, permitirá financiar la clínica, si es que finalmente 
el artículo 22 se puede derogar. También les aportaremos el proyecto de reestructuración, para que cada uno 
de los partidos que integran la Comisión puedan manejarlo. 


Si bien no me gusta leer, lo haré, a efectos de no equivocarme: "Cámara de Diputados.- Comisión de 
Presupuestos.- Se exponen a continuación los argumentos exclusivamente económicos para el 
funcionamiento del Servicio Médico del Banco Hipotecario del Uruguay, si se obtuviera la derogación del 


artículo 22 de la Ley N* 17.556 de 18 de setiembre del año 2002.- El Servicio médico brinda atención 
ininterrumpida desde hace 55 años a 2.300 usuarios, que en la actualidad están repartidos en proporciones 
igualitarias entre activos y pasivos". Cuando nosotros elaboramos el presente proyecto había 41% de 
jubilados y 59% de activos, pero como es de conocimiento de los señores Diputados, en los últimos tiempos 
se han prejubilado cerca de 200 funcionarios del Banco, por lo cual las proporciones están repartidas de igual 
modo al día de hoy. 


Continúo: "La edad promedio de los jubilados es de 71 años y la de los activos 46. La reducción del número 
de funcionarios que se prevé no los exonera del beneficio de la atención en la Clínica del Banco. Esto 
significa que el número se mantendrá estable, más allá de las bajas que se puedan dar en forma natural por 
fallecimientos.- El costo per cápita desde enero del 2001 hasta junio del 2002 era de $ 1199 y desde julio del 
2002 a febrero del presente año de $ 1.377.- La agilidad del servicio se refleja en que las consultas con los 
especialistas se obtienen como máximo dentro de la primer semana de solicitadas por el médico general, lo 
que se traduce en un rápido reintegro laboral y menor costo indirecto por ausentismo y seguros de salud.- La 
financiación de la clínica se realiza en la actualidad a través del aporte estatal y de los usuarios, que vierten 
mensualmente el 0,75% de sus ingresos por concepto de cuota mensual además del abono de módicos tiques 
para medicamentos y consultas especializadas.- El costo estatal de la clínica por año es de 1:041.672 dólares. 
Con la derogación del artículo 22 de la mencionada ley, el costo estatal pasaría a ser de 759.000 dólares por 
año, lo que implica un ahorro para el Estado de casi 300.000 dólares.- El aporte de los usuarios de acuerdo 
con la reestructura, se realizará en 2 franjas de acuerdo con los ingresos, de modo tal que hasta el escalafón 
25, que perciben un sueldo mensual de hasta $ 12.000, abonarán $ 325 y desde el escalafón 25 en adelante, 
hasta el 65 inclusive, con sueldos mayores a $ 12.000, abonarán $ 433. Con estos valores se recaudarían 

$ 829.600 al mes.- Por conceptos de tiques para consultas, los nuevos costos" -que se plantean en la 
reestructura- "oscilarán entre $ 25 para medicina general, $ 10 para inyectables y nebulizaciones, $ 50 para 
consultas de radio y $ 68 para consultas especializadas. la suma unitaria de todos ellos implica un total de 

$ 153. Los mismos servicios utilizando el promedio a nivel mutual ascenderían a $ 315". O sea que desde el 
punto de vista económico estamos por debajo de lo que se podría gastar en una institución de asistencia 
médica colectiva. 


"El tique de medicamentos y para los exámenes diagnósticos" -en la nueva estructura- "oscilará entre $ 110 y 
$ 200, por debajo del costo promedio mutual.- Con el artículo 22 se perderían los servicios de atención 
psicológica que no están comprendidos en ninguna TAMC ni seguros de salud", y que hoy es un privilegio de 
aquellos funcionarios que se atienden en la clínica médica. "De acuerdo con la reestructura que planteamos 
para mantener el Servicio médico vigente, el incremento del costo mensual para los usuarios se acercaría a 
los $ 450. No obstante, de no derogarse el artículo 22, y de pasar la asistencia médica a una institución de 
asistencia médica colectiva, para aquellos afiliados que no utilizan el servicio médico no existe diferencia de 
costo cuando se la compara con la clínica del Banco". Da lo mismo para el que no lo usa, en definitiva, 
económicamente. "Sin embargo cabe resaltar que esta hipótesis es una utopía en virtud de que se asiste" - por 
parte de la clínica médica del Banco Hipotecario- a una población añosa" -por arriba de los 46 años- "con alto 
porcentaje de patologías crónicas. Trasladando esta situación al plano real del usuario que consulta en el mes 
a un especialista, a su médico general, al médico de radio, le hacen exámenes y debe recibir al menos dos 
medicamentos, el costo mutual sería cercano a los $ 740, en tanto, manteniendo la clínica actual gastaría 

$ 450. 


Cabe destacar que los especialistas y prestadores de servicios en la nueva estructura planteada, pasarán a 
aportar mensualmente un 2,5% de sus ingresos.- Existe acuerdo entre la mayoría de los usuarios y de todos 
los profesionales médicos y prestadores de servicios en asumir estos costos". En fe de ello, nos acompañan en 
la mañana de hoy dos usuarias, que están a nuestro lado y quedan las firmas recogidas a las que hacíamos 
mención al inicio de nuestra exposición. 


Continúo: "En suma, de acuerdo con la nueva estructura, previa derogación del artículo 22 de la ley citada, 
que es lo que hoy venimos a solicitar a ustedes, el total de ingresos incluyendo el aporte estatal mínimo será 
de $ 3:918.453 por mes, en tanto que los egresos serán de $ 3:824.838, quedando un balance positivo". 
Queremos destacar que estos egresos son aproximados y se puede aun acentuar o profundizar esta franja 
entre lo que estamos planteando hoy. 


Seguidamente dice: "Entendemos que estos argumentos justifican el mantenimiento de un servicio excelente, 
ágil, que tiene más de 50 años de historia, que representa la fuente laboral de más de 70 profesionales 


médicos, en un momento en que el país y en particular el sector salud, el sistema mutual y el gremio médico 
atraviesan una de las crisis más profundas." 


Estos datos van a quedar a consideración de ustedes y, por nuestra parte, esperamos contar con su apoyo. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera saber cuántos funcionarios integran el servicio. 


También, quiero decir a la delegación que este tema está a consideración de la Comisión de Presupuestos y el 
otro día se votó una prórroga en la Cámara, hasta el 23 de setiembre, porque estos servicios caían el 23 de 
julio. Hay un proyecto que tiene media sanción en el Senado que está a consideración de la Comisión de 
Presupuestos de esta Cámara. El tema está en la Comisión desde hace un tiempo; aunque se ha hablado más 
de ANCAP, sabemos que hay otros organismos que también se incluyen en esta ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Previo a cederles la palabra, complemento que es correcto lo que dice la 
señora Diputada Topolansky. En efecto, en la Comisión de Presupuestos estamos trabajando en el 
proyecto de ley aprobado en el Senado. El Poder Ejecutivo está redactando algunos artículos 
complementarios y, seguramente, en cuanto terminemos con el tratamiento de la Rendición de 
Cuentas, nos vamos a abocar de lleno a eso con los artículos que está sugiriendo el Poder Ejecutivo, 
pero sobre la base, si todo transcurre normalmente, de la permanencia de los servicios. Esa es una 
tranquilidad que queremos trasmitir. 


SEÑOR EL-TERS IBRAHIM.- Agradecemos a los integrantes de esta Comisión que nos hayan 
recibido. 


En primer lugar, queremos plantear que cuando empezamos a tratar este tema, y lo hicimos a nivel de la 
Cámara de Senadores, lo que queríamos mantener era, fundamentalmente, cuatro principios importantes. 


El primer principio refiere a las fuentes laborales. Estamos hablando de setenta cargos médicos en ANCAP, 
setenta cargos médicos en el Banco Hipotecario y ciento cincuenta cargos de funcionarios no médicos en 
ANCAP que, en principio, todos se perderían. Consideramos que estos funcionarios tienen una relación de 
dependencia solapada; no se aportó al BPS, lo que se debería hacer. Algunos de estos compañeros y colegas 
han trabajado en esos servicios durante décadas, en una institución pública, en un lugar físico permanente, en 
un horario continuo semanalmente, recibiendo órdenes superiores de los jerarcas de esos entes, siguiendo 
normativas y marcado tarjeta. Reitero que son funcionarios que tienen una relación de dependencia solapada 
y por eso no se aportó por ellos al BPS durante todos estos años. Es obvio que queremos mantener esas 
fuentes laborales y, por eso, apoyamos este proyecto que viene del Senado, con el acuerdo de los cuatro 
partidos políticos, a tal punto que todos los sectores de los cuatro partidos lo votaron en forma unánime, y los 
argumentos que llevamos a la Cámara de Senadores son los mismos que vamos a dejar aquí. 


Consideramos que manteniendo los servicios médicos, mantenemos la relación médico-paciente, que a veces 
tiene décadas, porque también se atienden jubilados, que se empezaron a atender con su médico de cabecera 
cuando trabajaban en los Bancos. Por ejemplo, los jubilados de ANCAP que ganan menos de $ 4.000 no 
pagan órdenes y los que ganan más, pagan órdenes de $ 30; esto es de sensibilidad real y no virtual. Ahora 
hay jubilados de Industria y Comercio a los que se les da la cuota mutual, pero después terminan 
atendiéndose en salud pública, porque cada vez que van al mutualismo necesitan $ 500 en el bolsillo para 
pagar órdenes y tiques. Es decir que el segundo principio lo mantenemos, que es la accesibilidad real y no 
virtual al servicio. 


El tercer principio refiere a la pérdida de las fuentes laborales, que ya detallamos cuántas se perderían, con 
los consiguientes juicios al Estado. Es obvio que nadie se va a quedar quieto si pierde la fuente laboral que le 
da de comer a su familia, después de haber trabajado décadas en el mismo lugar y de haber tenido una 
relación de dependencia solapada. 


En cuarto lugar, como nos consideramos responsables -todo médico, todo funcionario que trabaja en la salud, 
debe tener una cuota parte de responsabilidad en el gerenciamiento de los servicios— no estamos dispuestos 

a mantener un servicio caro. Creemos que se tiró manteca al techo durante muchos años. Estos servicios eran 
muy caros. Por ejemplo, en ANCAP se gastaba $ 1.400, se hizo una pequeña reforma y se llegó a $ 1.200 per 


cápita, es decir, por cada usuario. Luego se cambió de un sanatorio a otro y se bajó a $ “980. Todavía no se 
han implementado las medidas de una tripartita técnica que hemos armado con el Directorio, la Federación 
de ANCAP y los técnicos del Sindicato Médico, que están trabajando en forma honoraria en este tema; 
tenemos economistas, escribanos, abogados, trabajando en forma honoraria. Hemos planteado una cantidad 
de medidas para bajar los precios. En ANCAP estamos a $ 100 de lo que es el promedio mutual, manteniendo 
todos esos beneficios y principios de los que hablábamos: la fuente laboral, relación médico-paciente, 
accesibilidad al servicio. En el Banco Hipotecario ya hay proyectos anteriores a la Rendición de Cuentas que 
bajaban los costos de $ 1.200 a un poco más de $ 800, pero nunca se pudo implementar porque apareció el 
artículo 22 de la Rendición de Cuentas. Había sectores en el Senado que no estaban convencidos de este 
artículo y nos plantearon la disyuntiva de por qué un Banco, por qué una petrolera, tienen que tener un 
servicio médico. Les planteamos que no estábamos en condiciones de discutir filosóficamente si la 
Universidad tenía que tener un Hospital de Clínicas, si el Ministerio de Defensa Nacional tiene que tener un 
Hospital Militar, si el Ministerio del Interior tiene que tener un Hospital Policial o si algún ente -que en este 
caso el artículo 22 solamente afecta al servicio médico de ANCAP y del Banco Hipotecario- tenía o no que 
tener su servicio médico. 


Por otra parte, quiero señalar que acabamos de venir de una asamblea en la cual se van a tomar ciertas 
medidas, porque obviamente los funcionarios de salud pública están reclamando un sueldo más digno, están 
ganando $ 2.900 o $ 3.000. Además, hay un déficit real de medicamentos. Los jerarcas del Ministerio de 
Salud Pública deberían reconocer que hay un déficit de disponibilidad de medicamentos, en las horas y en los 
lugares adecuados; como mínimo eso. Esto se embarca en lo que es una emergencia sanitaria nacional. 
Entonces, no estamos en condiciones de perder más fuentes laborales, de perder esa relación médico-paciente 
o esa estructura sanitaria hasta que tengamos un sistema nacional de salud. Cuando tengamos un sistema 
nacional de salud, vamos a coordinar todos los servicios: Hospital de Clínicas, Sanidad Militar, Sanidad 
Policial, Ministerio de Salud Pública, mutualistas. Es obvio que en ese contexto vamos a ver cuáles son los 
servicios que se deben repotenciar o cuáles son los servicios que tienen que fusionarse. Pero en este 
momento, al Estado le cuesta lo mismo mantener el artículo 22 y darles la cuota mutual, que aprobar este 
proyecto -reitero, votado por unanimidad en el Senado-, que lo que hace es continuar con ese espíritu de 
ahorro del artículo 22, manteniendo las clínicas pero topeando, por primera vez en la historia, el gasto de esos 
servicios que durante muchos años tiraron manteca al techo; total, es la nafta, si faltaba, nos ponían un peso 
más y la pagábamos todos. Y el Banco Hipotecario, seguramente, recibía el apoyo de las arcas centrales. 


Este es un proyecto responsable, no demagógico, que previamente fue acordado con los partidos. Si bien fue 
presentado por un Senador de un partido político por circunstancias determinadas -es verdad-, previamente 
ya se tenía el apoyo del Encuentro Progresista, del Nuevo Espacio, del Foro Batllista y de prácticamente todo 
el Partido Nacional. 


Posteriormente, en nuestra ronda logramos que el sector de la Lista 15 en el Senado entendiera las razones 
por las cuales queríamos mantener los servicios médicos, a tal punto que aquellos Senadores con quienes nos 
reunimos, votaron a favor de este proyecto. Lo que no es aceptable es que se intente tirar la pelota para 
adelante, que se sigan prorrogando los cierres, que no se solucione este tema, porque nosotros estamos 
proponiendo apoyar un proyecto responsable. Si alguien cree que existe una alternativa diferente a esta y que 
al Estado no le cueste más, nos gustaría escucharla, porque algunas propuestas que se plantean por ahí no 
topean los gastos. Sé que existen algunas propuestas, como la aplicación del artículo 66 en los convenios 
colectivos, pero no se topean los gastos. Si el Estado está dispuesto, porque le sobra la plata, a gastar $ 1.400, 
$ 1.500, $ 1.800 per cápita, nos gustaría escucharlo. Pero si esta propuesta no está arriba de la mesa, vamos a 
solicitar a la Comisión de Presupuestos que, así como se votó en el Senado, se vote este proyecto en forma 
responsable a la mayor brevedad posible y se pase a la Cámara de Diputados, porque no es justo que más de 
doscientas familias estén con la soga en el cuello, porque eso es mala calidad de vida. Estamos defendiendo 
un proyecto responsable, que al Estado no le va a costar más. Reitero, no estamos en condiciones de discutir 
filosóficamente qué es lo que debe permanecer en el país y qué es lo que debemos destruir. En este momento 
debemos salvar todas las estructuras sanitarias para en un futuro, cuando todos los partidos políticos se 
pongan de acuerdo -que es la única forma de realizar un verdadero sistema nacional de salud, ya que de lo 
contrario falla, como ya existe algún antecedente en la historia-, recién ahí vamos a ver qué papel va a jugar 
cada uno de los servicios de todo el sistema público y privado. 


Antes de finalizar, quiero decir que si bien esta es la Comisión de Presupuestos, tocamos el tema de la salud 
porque estamos inmersos en una crisis muy importante que afecta al sistema mutual y al sistema público y si 


cerramos este servicio agregaríamos más problemas, porque los jubilados no se van a poder atender, aunque 
les paguemos la cuota en el sistema mutual, y van a terminar en el sistema público, como está pasando 
actualmente. 


SEÑOR IBARRA.- Quiero hacer una constancia. Esta Comisión, que es de Presupuestos, integrada 
con la de Hacienda, se reúne para tratar la problemática de la Rendición de Cuentas. Considero que el 
tema tendría que haber sido planteado -esto no es responsabilidad de la visita, sino de la coordinación 
que se hizo- en la Comisión de Presupuestos, específicamente. Porque es allí donde está radicado el 
proyecto que proviene del Senado, que efectivamente, como ustedes dicen, se votó por unanimidad. No 
obstante, a quienes integramos la Comisión de Presupuestos nos sirve escuchar su opinión. Ya hemos 
escuchado opiniones de funcionarios de ANCAP, inclusive, del Directorio del ente sobre el particular. 
Por supuesto, también tenemos informaciones de otras instituciones como, por ejemplo, de la clínica 
médica del Banco de la República. 


Cuando pedí la palabra no se había expresado por parte de la delegación si se apoyaba el proyecto que se 
votó en el Senado. El doctor El-Ters Ibrahim acaba de decir que se apoya, lo que nos da determinados 
parámetros para movernos y tener información sobre el particular. 


Aquí se ha dicho por parte del Presidente de la Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda que 
el tema ya comenzó a discutirse y que el Poder Ejecutivo presentaría algunos complementos o artículos 
aditivos. Pero, lo que está claro es que tenemos un plazo perentorio, que vence el 30 de setiembre. Esto 
quiere decir que debemos considerar el tema con prontitud, porque de lo contrario nuevamente estaríamos en 
una situación, a mi juicio, delicada para los servicios médicos que se prestan en distintas instituciones. 


Nosotros, como sector político -lo dijo la compañera Diputada Topolansky-, ya tenemos posición sobre el 
particular; no obstante, nos va a venir muy bien la documentación que nos van a dejar para analizarla y tener 
mayores argumentos en el momento en que se discuta el tema en la Comisión de Presupuestos. 


SEÑOR GARCÍA.- En nombre del Presidente del Sindicato Médico -a quien le fue imposible llegar, 
quiero agradecer la atención y, al mismo tiempo, decir que seguramente el Comité Ejecutivo del 
Sindicato Médico en las próximas horas cursará un pedido de entrevista a esta Comisión para atender 
otro de los gravísimos problemas que enfrenta la salud en Uruguay, que está relacionado con la salud 
pública y, en especial, con los funcionarios médicos y no médicos que trabajan en el sector de ASSE. 


Quiero manifestar que estamos totalmente de acuerdo, ya lo adelantamos, con las reivindicaciones que ha 
planteado la Federación de Funcionarios de Salud Pública, que tenemos entendido va a ser recibida en los 
próximos minutos. Aprovechando esta entrevista pautada previamente, quiero plantear la gravedad de la 
situación en el sector de la salud pública, y solicitarles que cuando se pida la entrevista, si lo consideran 
oportuno, sea otorgada a la brevedad porque el Sindicato Médico del Uruguay quiere hacer planteos muy 
concretos acerca de la situación que vive la salud pública con relación a los usuarios más desprotegidos y a 
los funcionarios más sumergidos desde el punto de vista salarial. 


Finalmente, quiero señalar que mucho nos preocupa que el señor Ministro de Salud Pública haga mención a 
que se han mejorado las estructuras de Salud Pública -con lo que estamos totalmente de acuerdo-, pero quizás 
se olvide de que la atención allí no solo depende de las paredes, de la infraestructura o de los insumos -que 
también se ha dicho que faltan-, sino de los funcionarios, que ganan $ 2.500 líquidos y a los que les resulta 
muy difícil concurrir todo el mes a trabajar. Ese funcionario en esas condiciones también es parte de Salud 
Pública; es Salud Pública. 


Espero que esta Comisión reciba con la atención y el respeto con que siempre lo ha hecho los planteos de 
reivindicaciones salariales de alrededor de mil doscientos funcionarios, que hoy ganan por debajo de cuatro 
sueldos mínimos nacionales. En ese sentido, desde ya les decimos que el Sindicato Médico del Uruguay está 
formando un solo movimiento con la Federación de Funcionarios de Salud Pública. 


(Se retira de Sala la delegación del Comité Ejecutivo del Sindicato Médico del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de Loterías y 
Quinielas) 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir al 
Presidente de la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, señor 
Leonel Revelese; al Tesorero, señor Heber Trujillo; al Secretario, señor Javier Barrutia y al vocal, 
señor Carlos Sánchez. 


SEÑOR REVELESE.- Agradecemos el tiempo que nos ha brindado la Comisión, aunque lamentamos 
que algunos señores Diputados no se encuentren presentes a efectos de escuchar nuestro planteo. 


En primer lugar, queremos dejar constancia -como corresponde- de que como filial de nuestra Confederación, 
hacemos totalmente nuestra su plataforma para esta Rendición de Cuentas, aunque traemos una serie de 
puntos propios que queremos adelantar a la Comisión. 


Nos gustaría que el Parlamento Nacional pusiera en discusión esta Rendición de Cuentas, a efectos de 
analizar la serie de reclamos que hacemos los gremios estatales referidos a condiciones de trabajo, a 
aumentos salariales, a reestructuras y a estabilidad laboral. 


En nuestro caso, tal como lo hicimos durante los tres últimos años, queremos alertar al Parlamento Nacional 
acerca de la necesidad de que la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas cuente con los recursos 
necesarios para cubrir la partida destinada al pago de los confrontes, que son las tareas de control que se 
desarrollan en las diferentes bancas del país. Actualmente, eso está regulado por el artículo 217 de la Ley 
N? 16.736; en este momento, el 19% de los aciertos no cobrados por concepto de 5 de Oro, Tómbola y otras 
de las últimas modalidades juego, se destinan al pago de esas tareas de control. Además, existe un gran 
desfinanciamiento y actualmente, la Contaduría General de la Nación, lo está pagando del rubro de 
necesidades físicas de una manera un tanto irregular, obteniendo fondos mediante procedimientos 
administrativos, lo cual no nos garantiza que eso se siga haciendo en el futuro. Por ello, en el literal B) 
proponemos elevar esa partida de 19% a 44% y mantener el 20% que está destinado para los CAIF que 
administra el INAME. Por otro lado, el literal A) se refiere a una partida que sería intocable porque a través 
de ella se abona una reestructura realizada en el año 1991. 


Es necesario remarcar que van a salir nuevas modalidades de juego y que por ello se duplicarán los esfuerzos 
a hacerse en las bancas. Por esa razón, hoy más que nunca es necesario aumentar dicha partida; de lo 
contrario, si no controlamos, no se podrá garantizar que el Estado recaude las cifras que debe recaudar. 


Por otra parte, proponemos una serie de normas que no tienen costo de caja, al igual que la anteriormente 
mencionada, ya que refiere a una redistribución de un fondo que ya existe. En ese sentido, queremos subrayar 
que ninguno de nuestros planteamientos tienen costo de caja. Las normas a que hacemos referencia tienen 
que ver con la presupuestación de personal contratado. Esto tampoco generaría un costo sino que, por el 
contrario, habría un ahorro para el Estado, en virtud de que hay gente que renunciaría a su contrato con una 
remuneración superior para asumir otro presupuestado. 


Asimismo, existe la necesidad de que se establezca una norma para el año 2004, a efectos de que los niños 
cantores -más allá de la solución parcial, que fue crítica para nosotros en la anterior Rendición de Cuentas-, 
puedan ingresar a los cuadros presupuestales, regularizando la situación creada por el artículo 43 de la 
anterior Rendición de Cuentas. Además, si el Director de nuestro organismo pretendiera designar nuevos 
niños cantores, considerando que los actuales tienen 21, 22, o 23 años -lo que es un disparate-, no podría 
hacerlo, porque no existe ningún tipo de norma que habilite al Estado para ello, como siempre se hizo; en la 
Ley _N” 16.127 se establecieron una serie de excepciones para el personal policial, militar, diplomático, de 
salud pública, etcétera, pero no para nosotros. Por lo tanto, no pueden ingresar nuevos niños cantores. 


Por otro lado, hemos visto que los juegos 0900, que abundan y han competido inclusive deslealmente con los 
juegos que administra el organismo -si bien ha habido una mejora- no tienen los controles necesarios; nos 
parece que el organismo debe efectuar controles más profundos sobre esta modalidad. En ese sentido, es 
necesario que la oficina encargada de esta tarea pueda tener una infraestructura mayor. Por ello, solicitamos 
la creación de un impuesto, un gravamen, cuyo destino sería el pago de salarios o de promoción social de 
recursos humanos, ya que se deben destinar más trabajadores para la función. 


Asimismo, hacemos referencia a las grandes rifas, que también compiten con la lotería o los otros juegos. En 
ese sentido, también implementamos -esto figura en la segunda hoja de la propuesta presentada- dos fórmulas 


para hacer efectivo su gravamen, con el objetivo de lograr una recuperación del salario o, al menos, lo 
destinado a promoción social y recursos humanos de los funcionarios del organismo. 


Por otra parte, solicitamos -ya que siempre nos pareció que no debíamos bajar nuestra plataforma, más allá 
de los tiempos difíciles que vive el país- un predio fiscal en los departamentos de la costa para construir una 
colonia de vacaciones, tal como tienen otros organismos. 


Con respecto a la vivienda, nosotros hemos aportado al Fondo Nacional de Vivienda, como todos los 
trabajadores del país, además del aporte del 2% de la venta de los billetes de lotería. Además, los viejos 
funcionarios están abonando un préstamo otorgado en la década del setenta. Nosotros pensamos que con ese 
fondo se puede crear otro pequeño para el otorgamiento de viviendas. En ese sentido, proponemos que se 
cree una norma, por medio de la cual se autorice al organismo a efectuar un convenio con la organización 
representativa de los trabajadores. 


Por último, quisiera decir que los trabajadores de este organismo estamos topeados salarialmente en dos 
aspectos. En el artículo 217 de la Ley N* 16.170 se estableció un tope para los proventos; en dicha norma se 
dispuso que no podíamos cobrar más que lo se cobraba en 1990 por lo que, actualmente, los ingresos solo se 
reajustan cuando se realizan los ajustes salariales. Además, estamos topeados por el sueldo del Director, que 
es muy bajo; en consecuencia, la estructura escalafonaria para abajo cobra sueldos aún menores. Como nadie 
puede cobrar más que el jerarca, los sueldos de los funcionarios son muy bajos, teniendo en cuenta las 
funciones que se cumplen. Es necesario decir que nada de esto tiene costos de caja y que el Director, 
contador Julio Monterroso -quien asumió el cargo hace más de un año- está de acuerdo con toda la temática 
que aquí presentamos. Él nos dijo que esto no se habría elevado al Ministerio de Economía y Finanzas para 
su tratamiento, a excepción de lo relativo al 0900. El señor Director dijo que con la creación de este 
gravamen se estaría rompiendo una ecuación favorable de rentabilidad para los organizadores del 0900. 
Como sabemos, detrás de esto, hay canales de televisión e importantes empresas cuyos titulares se 
desconocen de manera oficial y sería importante que el Parlamento interviniera en el tema. 


Por último, queremos decir que en el día de hoy -esto es importante; simplemente es un avance- a la hora 15 
tendremos una importante asamblea general, porque hemos tomado conocimiento de que la Banca de 
Cubiertas Colectivas de Quinielas de Montevideo está proponiendo a la Dirección General la realización de 
un nuevo 5 de Oro a llevarse a cabo los viernes y que sería de la modalidad de 5 en 36; no como el actual, 
que es de 5 en 44. De implementarse este juego, estamos absolutamente seguros de que no quedaría ningún 
espacio para recuperar el único juego del Estado explotado por nuestro organismo, vale decir, la Lotería 
Nacional. Pensamos que si bien ha decaído la venta de la Lotería Nacional por varios factores, entre ellos, la 
crisis económica del país, también se debe a la aparición, en los últimos años, de distintas modalidades de 
juego. Los distintos Gobiernos de turno han sido permisivos y solícitos con las propuestas que los agentes de 
quinielas, agrupados en bancas, fundamentalmente la de Montevideo, le hicieran al organismo. Vale decir que 
son modalidades que compiten fuertemente -deslealmente, decimos nosotros- con el juego estatal, en virtud 
de que para este no se han creado políticas claras, ofensivas, que permitan posicionar mejor a la lotería para 
competir en mejores condiciones; no hay rubros para publicidad, en los centros de administración no hubo 
intenciones de mejorar el producto. Esto hace suponer que una nueva modalidad va a competir fuertemente 
con la lotería estatal. 


Se me podrá decir que por estos nuevos juegos se abona impuestos, y es verdad, pero decimos que los 
impuestos a tales efectos se están pagando de manera irregular. Antes se pagaban en la Dirección Nacional de 
Loterías, pero desde el año pasado perdió su rol de organismo recaudador; los banqueros están pagando los 
impuestos en la Dirección General Impositiva y no cada quince días -como se hacía ante nuestro organismo- 
sino al mes, a los dos o tres meses. En la actualidad no hay un cruzamiento de información entre la Dirección 
General Impositiva y la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, por lo que a la hora de hablar de evasión 
fiscal, de controles y de necesidad de recursos, este Parlamento debe intervenir a los efectos de sanear esta 
situación. Insisto en que se quitó el rol protagónico de oficina recaudadora al organismo el año pasado en 
ocasión de que ocupara el cargo de Ministro de Economía y Finanzas el contador Bensión. Inclusive, en 
aquella oportunidad se puso IVA a los juegos, que los agentes descontaban de las apuestas y de las 
comisiones de los subagentes pero, en el marco del aumento del IVA, en lugar de abonar el 18%, los agentes 
estuvieron pagando durante seis meses 17,5%, haciendo que el Estado recaudara menos. Luego, los 
subagentes que no se vieron beneficiados sino perjudicados por esta situación, presentaron un recurso que 
estuvo tratándose durante largo tiempo. El contador Aldo Bonsignore trató el tema en el Ministerio de 


Economía y Finanzas y salió otra fórmula por la que los agentes están pagando un 18,5% más el IRIC, menos 
un descuento; en definitiva, se aporta para el Estado un 19,39%. 


Como sindicato, hemos presentado, tanto a las actuales como a las anteriores autoridades del organismo, 
distintas fórmulas para posicionar al juego de la lotería en mejores condiciones, a fin de que pueda recuperar 
rentabilidad, ya no solo para Rentas Generales, sino para las distintas áreas afectadas, como los distintos 
organismos que llevan a cabo políticas sociales. 


Este es un avance de la situación, porque habrá que ver el tratamiento que la asamblea general da al tema de 
la creación de un nuevo juego que va a competir y que puede destruir a la Lotería Nacional y a lo relativo a la 
recaudación por los juegos, además de otros aspectos que refieren a la gestión del instituto. Pensamos que es 
la asamblea la que debe resolver en la tarde de hoy; si es así saldremos a la opinión pública a denunciar una 
serie de hechos y, fundamentalmente, a preguntar al Parlamento qué sector político allí representado está 
interesado en liquidar la Lotería Nacional y en tener una actitud permisiva con la Banca de Quinielas, ya que 
es solícito cada vez que plantea un nuevo juego al Estado. Acá tiene que haber actores sociales; no existe 
nada gratuito ni en el país ni en el mundo. Entonces, pensando en la cristalinidad de la democracia y en la 
que deben tener los partidos políticos en sus cuentas, en cuanto a cuáles son las empresas que les hacen 
aportes -la dejamos por ahí hasta luego de la asamblea-, entendemos que el Parlamento debe tomar cartas en 
el asunto y que no deben suceder este tipo de cosas, que pasan como si nada. 


Nuestro sindicato está dispuesto a jugarse en este tema en todas las instancias posibles de negociación. 
Anteayer pedimos una audiencia con el señor Ministro de Economía y Finanzas y se nos contestó que nos 
derivaban con el Director de Secretaría, cosa que no aceptamos, más allá de que, por supuesto, respetamos la 
honorablilidad de este Director, doctor Fernando González, sin embargo, pensamos que el único interlocutor 
válido para hablar sobre esta situación que se va a dar en los juegos es el señor Ministro, doctor Alejandro 
Atchugarry quien, por otra parte, en oportunidad de la asunción del contador Julio Monterroso, había 
quedado comprometido a dialogar con el sindicato antes de tomar decisiones que pudieran afectar la 
estructura del juego en el país. Recordemos que el monopolio de los juegos lo tiene el Estado, que la 
explotación directa de la lotería la tiene el Estado y que los demás juegos son explotados en carácter precario 
e irrevocable, hasta tanto se organice el régimen de administración directa -según reza la ley de 1950 y 
modificativas en ese sentido-, precariedad que lleva más de cincuenta años. 


Pensamos que es necesario abrir instancias de diálogo antes de que lleguemos a otras, que no le van a servir a 
nadie. 


SEÑOR PATRONE.- Quiero hacer una pregunta sobre el cruce de información entre la Dirección 
General Impositiva y la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas. Me interesa saber cuál es la 
información de que dispone la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas que sería relevante en este 
caso de cruce de información. 


SEÑOR REVELESE.- Los agentes declaran sus juegos, sus apuestas y sus aciertos, como siempre lo 
hicieron, a través de declaraciones juradas a la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas. Por 
razones históricas, ellos abonaban quincenalmente, de acuerdo con las declaraciones que formulaban, 
que estaban sujetas a controles, que eran buenos, pero no como deberían ser, porque había carencias 
por falta de recursos y también por falta de voluntad de algún administrador anterior. O sea que la 
información que tenemos es sobre las apuestas que los agentes llevan. Cuando se hizo toda esta 
reestructura, la rechazamos porque veíamos que el Estado iba a recaudar menos y que los agentes iban 
a contar con más tiempo para abonar; ellos están abonando hoy en la DGI como grandes 
contribuyentes, hacen adelantos y hemos visto que en el largo tiempo ajustan. 


Entendemos que sería bueno que este Parlamento consultara -por las dudas de que nos equivoquemos; 
pensamos que no- a la DGI, a la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas y al Ministerio de Economía y 
Finanzas por qué no existe este cruzamiento de información, a fin de que el organismo tenga la certeza de si 
lo que se está abonando, es lo que realmente corresponde. Por otro lado, en el marco de esta reestructuración, 
por una disposición del año 1925 la Dirección de Loterías cobraba por gastos de administración un 4% que 
luego remitía a Rentas Generales. La Dirección General Impositiva cobra un 5% por tareas de 
administración, que no vuelve a Rentas Generales. Quiere decir que se está pagando más de US$ 1:500.000 
de la recaudación del año debitada a la Dirección de Loterías, específicamente de la recaudación del juego de 


la quiniela y modalidades; se está pagando US$ 1:500.000 más a Impositiva, cuyo dinero se está utilizando 
actualmente en los contratos que todos conocemos. 


SEÑOR IBARRA.- Voy a ser breve porque es un tema que conocemos; se ha planteado en distintas 
oportunidades en esta Comisión integrada y, lamentablemente, no se le ha encontrado solución. 


Me gustaría saber cuántos funcionarios contratados en este momento solicitan ser presupuestados. Asimismo, 
quiero saber cuántos funcionarios son; me refiero a lo que tiene que ver con los seis niños cantores de la 
Dirección Nacional de Loterías. Lo pregunto como complemento de la información que nos acaban de 
brindar. 


SEÑOR RARESE.- Hay aproximadamente veinticinco compañeros contratados que desean ser 
presupuestados; no tenemos la lista exacta porque algunos se han jubilado. Nuevamente dejo la 
constancia -por tercera vez- de que esto no tiene costo de caja sino que, en algunos casos, tiene ahorro 
de caja, porque pasarían de cargos superiores a cargos inferiores con la seguridad de la 
presupuestación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Asociación de Funcionarios 
de la Dirección de Loterías y Quinielas. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios de la Dirección de Loterías y Quinielas) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios de cachet del SODRE) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a los 
funcionarios de cachet del SODRE, integrada por las señoras María del Carmen Belos y Alejandra 
Stagnari y por el señor Marcelo Castañola. 


SEÑORA BELOS.- Agradecemos que nos estén recibiendo y queremos explicar cuál es nuestra 
situación. 


Nosotros somos veintiocho funcionarios contratados a cachet en la radio del SODRE. Somos funcionarios 
que, en realidad, cumplimos efectivamente una función como cualquier funcionario público. Algunos de 
nosotros estamos contratados desde hace más de diez años. Nuestra intención es hacer una regularización de 
la situación por la que atravesamos, que además, últimamente se ha complicado bastante porque hemos 
tenido dificultades en el cobro de los sueldos. Tuvimos una época de oro -podríamos decir- cuando 
cobrábamos el sueldo puntualmente junto con el resto de los funcionarios. Tuvimos una situación bastante 
grave, porque recién a mediados de julio cobramos los meses de mayo y junio juntos, lo que a todos nos 
afectó mucho. 


Además, tenemos una especie de descontrol en lo que son los contratos a cachet. Por ejemplo, en el caso 
particular de la oficina en la que yo trabajo, la sección de prensa e informativos de la radio, todos los 
funcionarios somos contratados a cachet y todos ganamos un sueldo diferente; ni siquiera depende de la 
antigiiedad, de la edad ni de la experiencia que tenemos. Simplemente, todos fuimos contratados con sueldos 
distintos. 


En realidad, ese no es el caso ahora, sino que queremos que se regularice de una buena vez la situación por la 
que atravesamos. Estamos pidiendo que se regularicen situaciones hasta el 31 de diciembre del año 1999. Esa 
no es una fecha caprichosa; simplemente, consideramos que para la regularización, teniendo en cuenta la 
cantidad de casos de cachet que existen en el SODRE, se necesita un mínimo de antigiedad. Nosotros 
establecimos esa antigiedad, por determinarla en alguna fecha; también dependerá de lo que los señores 
legisladores quieran o consideren necesario hacer. 


Hay situaciones bastante particulares que se están viviendo en el SODRE, como por ejemplo la contratación 
permanente de funcionarios a cachet, algunos de los cuales no se sabe qué función van a cumplir. Se nos 
explica permanentemente que el problema que existe es que no se puede contratar funcionarios y que, 
además, no hay dinero para arreglar las situaciones particulares que cada uno ha planteado. Cuando se nos 


explica eso, a la misma vez, se contrata a personas con sueldos que, comparativamente con los que se están 
pagando, son astronómicos. Por ejemplo, en mi caso particular, gano $ 3.000 y se ha contratado a 
funcionarios, no se sabe para qué, con sueldos de $ 10.000 y $ 12.000. 


SEÑORA STAGNARI.- A nosotros ahora se nos está proponiendo ser empresas unipersonales, lo que 
no queremos aceptar, por dos motivos. En primer lugar, ninguna de las personas que presentamos este 
artículo gana más de $ 5.000. Entonces, pagar una unipersonal nos significaría una rebaja salarial 
importantísima. Por otra parte, perderíamos la relación de trabajadores con la empresa, lo que no 
queremos perder. Si fuéramos una empresa, quedaríamos frente al SODRE en una situación distinta a 
la que hemos tenido hasta ahora, cuando como dijo la señora Belos, hay gente que hace diez o doce 
años que está contratada bajo el régimen de cachet. 


Con el artículo que presentamos lo que pretendemos es una contratación para la función pública. Sabemos 
que existe la prohibición del ingreso a la función pública, pero conocemos antecedentes de que se han hecho 
regularizaciones estando la prohibición. En el año 1996 lo hizo la doctora Reta a través de un artículo que 
regularizó los cachet administrativos y de servicios, y el año pasado en el Ministerio de Deporte y Juventud 
también se regularizaron casos de cachet que, evidentemente, tienen mucho menos antigiledad que nosotros. 
Entonces, basándonos en esos artículos que sirven como antecedente de que a pesar de la prohibición se ha 
podido regularizar la situación, pretendemos regularizar la situación mediante un traspaso de rubros. Es decir, 
el dinero que ahora se gasta en nuestro sueldo, pasaría a Rubro 0, que es el rubro presupuestal. Con ese 
dinero, en realidad, se puede cubrir perfectamente el sueldo que cobramos, teniendo en cuenta que a nosotros 
también se nos descuenta un 90% del IVA, que son mil y pico de pesos que van a la DGI; en realidad, no sé 
bien dónde van. Ese dinero también se podría volcar para cubrir el sueldo. Y el dinero que falta, para no 
generar absolutamente ningún gasto, se cubriría eliminando vacantes, lo que está especificado en el artículo. 
El dinero de las vacantes está; la única diferencia es que no se puede usar, pero ese dinero está dentro del 
presupuesto. 


Entonces, el artículo propuesto no implica ningún tipo de gasto para el Estado. Por eso, pedimos la 
contratación para la función pública. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero formular dos preguntas. 


De lo que se expone, surge como un desorden -diríamos- en lo que podría ser una carrera funcional dentro del 
SODRE, con relación a la radio. Aparte de estos 28 funcionarios que estarían en esta situación ¿existen 
funcionarios presupuestados que tengan un escalafón y que puedan hacer cierta carrera funcional? En la 
hipótesis de que se pudiera regularizar esta situación ¿cómo se compatibilizaría con la de los otros 
funcionarios ya presupuestados? 


SEÑORA BELOS.- Su consulta es si al regularizar nuestra situación quedamos en la carrera 
administrativa al igual que el resto de los funcionarios. Legalmente no sé cómo funcionaría. Existen 
funcionarios presupuestados dentro del SODRE. De hecho, yo era funcionaria presupuestada, me 
retiré y cuando quise ingresar no se me permitió por un problema de la Administración. Existen 
funcionarios presupuestados; el tema es que la mayoría de la gente que pone las emisoras al aire, ya sea 
técnicamente o a través de la locución o del informativo, trabaja en régimen de cachet. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- La única forma que veo de regularizar esa arbitrariedad en los montos 
salariales es que se tenga un parámetro, una referencia; por eso hacía esa pregunta. 


Ese monto que figura a favor en la hoja que nos entregaron, ustedes dicen que al final hasta resulta una 
economía ¿o entiendo mal? 


SEÑORA BELOS.- Entendió correctamente. Resulta una economía si se sostienen los sueldos por los 
cuales estamos contratados. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- ¿Esta lista de funcionarios por cachet incluye la totalidad de los 
anteriores al año 1999, o es la lista total del instituto? Si hay más, me interesaría saber cuántos son los 


de los años posteriores. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bosch) 


SEÑORA BELOS.- No son todos los funcionarios a cachet que tenemos en la radio; son los contratados 
hasta el 31 de diciembre de 1999. Después de ese período se siguieron contratando funcionarios hasta 
ahora. No todos los días, pero prácticamente todas las semanas hay una contratación nueva. No sé 
exactamente la cantidad. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Ya hemos pedidos los datos a la Oficina Nacional del Servicio Civil pero 
todavía no nos han llegado. 


Recién hablaron de la radio y en la planilla que repartieron el primer funcionario que aparece es un utilero de 
la Ossodre. En realidad ¿están hablando de la radio o del conjunto del SODRE? 


SEÑORA BELOS.- Estamos hablando de la radio y de los espectáculos. En la parte administrativa, en 
la práctica los funcionarios por cachet fueron regularizados en el año 1996 y en la televisión están 
aparte. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quisiera contar con mayor información sobre cuál es la historia, cómo surge 
este régimen de funcionario de tipo cachet y cuáles son sus características específicas y sus diferencias 
con otros funcionarios contratados. ¿Esta situación se da en otros lugares o solo en el Ministerio de 
Educación y Cultura y, particularmente, en el SODRE? Sé que en Educación Física hay funcionarios 
por cachet, pero seguramente ustedes tendrán mayor información, porque es un tema recurrente y 
quisiera hacerme una composición de lugar lo más ajustada posible a esta cuestión. 


SEÑORA BELOS.- Por lo que sabemos, existen funcionarios contratados a cachet en varias partes de 
la Administración Pública y no solo en el Ministerio de Educación y Cultura. De hecho, los 
funcionarios contratados a cachet en el Ministerio de Deporte y Juventud fueron regularizados el año 
pasado. La contratación a cachet, por lo menos en el SODRE, surge cuando comienza la prohibición de 
contratar funcionarios públicos por determinado período. Como el SODRE tiene vacantes a llenar y 
necesita poner al aire las radios, comienza a contratar gente a cachet. Se supone que el sistema de 
cachet implica contratar los servicios de una persona que debería ser una empresa unipersonal, la que 
mantiene con la institución una relación por la que se le paga determinada cantidad de dinero que 
supuestamente el que presta el servicio dice que le tiene que cobrar. La institución decide que cuando 
no se necesite más ese servicio, el contrato se termine, y no hay derecho a reclamo. Se paga a la persona 
determinado monto más IVA y por supuesto que no está registrado en el Banco de Previsión Social. De 
ese IVA que se paga se descuenta un 90%; es decir que el SODRE funciona como agente de retención 
del 90% del IVA. A la persona se le paga el sueldo estipulado más el 10% de IVA. No hay ningún tipo 
de relación como funcionario o trabajador con el SODRE. Por ejemplo, tenemos licencia ordinaria, 
licencia por enfermedad y hemos logrado tener licencia por maternidad, haciendo todo un trámite, 
porque no nos corresponde absolutamente nada. Como trabajamos a la par del resto de los 
funcionarios, los distintos Consejos Directivos del SODRE han entendido que era lógico que 
tuviéramos los mismos derechos que los demás y también las mismas obligaciones. Todos tenemos que 
marcar la tarjeta; somos como un funcionario cualquiera, con la diferencia de que no tenemos acceso a 
la seguridad social. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Recién hicieron una reflexión que me lleva a formular una interrogante. 
En este documento que entregaron expresan que la mayoría de los que ingresaron en esa época lo 
hicieron por concurso. A su vez, acaban de decir que casi todas las semanas hay algún contrato a 
cachet. ¿Los actuales ingresos se están haciendo por llamados públicos y por concurso? 


SEÑORA BELOS.- No. Desde hace mucho tiempo que no se hacen por concurso. Se hicieron por 
concurso algunos llamados. Hubo una época en que se contrataron varios operadores de radio que 
ingresaron por concurso. Se contrataron locutores que también ingresaron por concurso. Yo ingresé 
por concurso como funcionaria en el año 1981 y me retiré en 1991, cuando surgió la ley de retiro 


incentivado, y antes del año me quise reintegrar pero no pude por un problema de la Administración. 
Pero como se necesitaba una persona para trabajar en la parte de prensa me contrataron a cachet 
hasta que se solucionara la situación, que se supone iba a ser en el correr de los siguientes meses. Eso 
ocurrió en 1994. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los invitados. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios contratados por cachet del SODRE) 


(Ingresa a Sala la Federación de Funcionarios de Salud Pública, integrada por la señora Gabriela García y por 
el señor Wilson Lluberas) 


La Comisión de Presupuestos tiene el gusto de recibir a una delegación de la Federación de 
Funcionarios de Salud Pública, integrada por la señora Gabriela García y por el señor Wilson 
Lluberas. 


SEÑOR LLUBERAS.- Agradecemos que nos hayan recibido en el día de hoy. 


Nosotros venimos a plantear la caótica situación que viven los funcionarios de Salud Pública, tanto en la 
atención que debemos brindar, como en la situación salarial. Por lo tanto, vamos a expresar aquí cuáles son 
las reivindicaciones que estamos llevando adelante. 


En realidad, en este momento estamos en conflicto, y nuestras reivindicaciones apuntan a un aumento de 
salario de $ 2.000 para todos los funcionarios presupuestados y contratados de Salud Pública. 


Por la Ley de Presupuestos obtuvimos un artículo que establecía que podíamos cobrar ajustes salariales 
diferenciales, y debemos denunciar acá que esto no se cumplió; nunca nos dieron un peso por estos ajustes. 
Es más: en el último ajuste perdimos salario, comparativamente con lo que se les pagó a otros funcionarios 
de la Administración Central y a otros funcionarios públicos. 


Otra de nuestras reivindicaciones refiere a que nos han dejado sin asistencia integral. La asistencia integral es 
la que tenemos los funcionarios de Salud Pública y nuestros familiares. En estos últimos años, se ha 
recortado un 50% de los recursos que se asignaron por el Presupuesto nacional. En realidad, en el 
Presupuesto se nos asignaron $ 120:000.000 anuales para gastar. Nunca se llegó a gastar esto; inclusive, se 
está gastando menos del 50% de lo asignado por la Ley de Presupuestos en la asistencia de los funcionarios y 
sus familiares. Por lo tanto, tenemos bajos salarios, muy sumergidos. Los propios funcionarios muchas veces 
no tienen dinero para concurrir a trabajar. Llega el día 15 o 20 y no pueden ir a trabajar porque no tienen 
dinero. La alimentación de los funcionarios tiene muchas carencias. Hoy es prácticamente imposible vivir 
con $ 3.500. Nosotros decimos que hay un sector de funcionarios -que son 10.000- que hoy gana menos de 

$ 3.500. Nosotros tenemos informaciones -los señores Diputados las pueden conseguir de la CEPRE-, que 
dicen que en el primer trimestre del año, los funcionarios de Salud Pública están en último lugar en cuanto a 
salarios pagados en la Administración Central, con un promedio de $ 4.000. 


Nosotros debemos decir que los salarios que se cobran hoy en el Ministerio de Economía y Finanzas están en 
un promedio de $ 15.000. Creo que esto se justifica cuando por ahí dicen que el Ministerio de Economía y 
Finanzas tiene personal especializado. Yo creo que si nosotros no contáramos con personal especializado, 
sería un caos la prestación de los servicios de Salud Pública. También somos funcionarios públicos con 
especialidades y estamos cobrando casi la tercera parte de lo que cobra un funcionario del Ministerio de 
Economía y Finanzas. Pero esto no queda ahí. En este primer trimestre, para pagar a todos sus funcionarios, 
el Ministerio de Economía y Finanzas utilizó la misma cantidad de dinero que el Ministerio de Salud Pública, 
con una variante: el Ministerio de Salud Pública lo utilizó para pagar a 15.600 funcionarios, mientras que el 
Ministerio de Economía y Finanzas lo utilizó para pagar a 4.000. 


Ponemos como ejemplo a dicho Ministerio, porque hoy estamos enfrentados con él por recursos salariales, no 
solo para los funcionarios, sino también por los propios recursos que fueron asignados para la atención al 
usuario. Hoy estamos gastando solamente el 60% de los recursos que fueron asignados para atender al 
usuario. Y todos saben -y nadie puede hacer la vista gorda- que hoy el Ministerio está asistiendo a casi el 


doble de las personas que atendía en el año 1998. Quiere decir que estamos atendiendo casi a 1:800.000 
personas, por la crisis ocasionada en julio del año pasado. 


Los insumos que utiliza el Ministerio de Salud Pública se pagan en dólares, por lo que el aumento fue de casi 
el doble. Además, la propia crisis llevó al desempleo a una gran cantidad de funcionarios que hoy utilizan los 
servicios del Ministerio de Salud Pública. Pero además de esto, la crisis llevó a que esos mismos 
funcionarios, que muchas veces tienen como beneficio el servicio de una mutualista, por los altos costos que 
tienen las órdenes y los tiques no puedan asistirse y también reclaman los servicios de Salud Pública. Muchas 
veces, los funcionarios tienen que hacer frente a que en una computadora salga la información de que no se 
los puede asistir porque están afiliados a mutualistas; por esa razón, el Ministerio no les da la asistencia que 
corresponde. 


Esta es la situación de Salud Pública y de las mutualistas, que están en un caos terrible. Esto determina que 
hoy ese millón ochocientos mil habitantes del Uruguay se deba asistir en Salud Pública. Sin estos recursos, lo 
que hacemos es trasladar las enfermedades por tres o cuatro meses, hasta que se pueda realizar un análisis 
que permita determinar su patología. 


Creo que es importante que esto se sepa a nivel del Parlamento, para que se pueda realizar alguna actuación 
en lo que tiene que ver con esta situación de caos que viven hoy tanto los funcionarios como los usuarios del 
Ministerio de Salud Pública. Muchas veces, dado la publicidad que se hace a nivel de los medios de prensa 
diciendo que nosotros nos robamos todo y que nos llevamos todo para nuestra casa, el usuario no entiende 
que no son los trabajadores los que no le brindan el servicio. Pero hoy en Salud Pública no hay medicamentos 
ni para atender a los usuarios, mucho menos para que los llevemos para nuestra atención o la de nuestros 
familiares. Quiere decir que no tenemos servicios de asistencia para los usuarios ni para los funcionarios de 
Salud Pública. 


Quería decir algo más con respecto a los salarios. Yo decía que en el Ministerio de Economía y Finanzas se 
cobra un salario promedio de $ 15.150. Para que tengan una idea, en el Ministerio de Relaciones Exteriores - 
en Montevideo, no los que salen al exterior- cobran un salario promedio de $ 16.874; no incluyo los que 
están fuera del país porque perciben más de $ 200.000, cifra que no está en relación con nuestros salarios. En 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería se cobra un promedio de $ 13.400; en el Ministerio de 
Educación y Cultura, $ 10.500, y en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, $ 9.000. Donde se cobra 
menos es en el Ministerio del Interior y en el de Defensa, pero están $ 2.000 por encima de los salarios de los 
funcionarios de Salud Pública. 


Quiere decir que en esta situación, en el primer trimestre, el Ministerio de Salud Pública gastó $ 197:000.000 
para pagar los salarios de 15.000 funcionarios, mientras que el Ministerio de Economía y Finanzas gastó 
$ 190:000.000 para pagar a 4.000 funcionarios. 


Nosotros también pedimos que vuelva a existir la asistencia integral, que en algún momento sirvió para 
atender a todos los funcionarios y sus familiares. Hoy, prácticamente hay que andar tres, cuatro o cinco meses 
detrás de las solicitudes para que los funcionarios o sus familiares puedan hacerse cualquier tipo de análisis o 
de estudio. 


Lo que solicitamos especificamente para la Rendición de Cuentas es saber qué fue lo que no se gastó, porque 
el Ministerio tampoco nos informa cuánto no se ha gastado de lo que se le asigna para el rubro asistencia 
integral; por datos que hemos sacado del propio Ministerio, sabemos el porcentaje de lo que no se ha gastado. 
Creemos que es necesario que este dinero que no se gasta sea vertido nuevamente en el Ministerio de Salud 
Pública, para que los funcionarios de Salud Pública que hoy no tienen qué comer reciban, por lo menos, 
asistencia a su salud, así como a la de sus familiares. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Los integrantes de la delegación nos manifestaban que el ajuste diferencial 
que había habilitado el Presupuesto no se había cobrado. Quisiera que me explicaran un poquito más 
ese concepto. 


Otra pregunta tiene que ver con el impacto de la gente que se borró de las mutualistas y que cayó en Salud 
Pública. Quisiera saber cómo se ven las policlínicas de la periferia de la ciudad que, por lo menos en lo 


personal, creo son las que están al borde del colapso, en el sentido de la cantidad de usuarios que allí 
concurren. Estoy pensando en el policlínico del Cerro, que veo prácticamente a diario, y nunca está sin colas. 


Además, considero que el personal de Salud Pública, así como el de magisterio, es el que está en la primera 
línea de fuego frente a la crisis, porque en esos dos lugares se ve la peripecia de la sociedad común, del 
anónimo, del ciudadano "de a pie". 


SEÑOR LLUBERAS.- En el Presupuesto nacional existe un artículo a través del cual los funcionarios 
de los Ministerios de Salud Pública, del Interior y de Defensa Nacional y los maestros tienen la 
posibilidad de incrementar sus salarios en un mayor porcentaje del ajuste salarial que se brinda a 
todos los funcionarios. En ese sentido, si bien no se ha dado este ajuste diferencial adicional al 
magisterio -que puede llegar hasta el 50% del porcentaje de ajuste para todos los funcionarios 
públicos-, sí consiguieron algún tipo de aumento diferencial para pagar la mutualista. Los militares y 
policías obtuvieron también una canasta de alimentos. Los únicos que no estuvimos contemplados en 
absolutamente nada fuimos los funcionarios de Salud Pública. El artículo está en la Ley de 
Presupuesto. Nosotros promovimos este artículo; en principio quedó afuera, pero fue incluido en el 
último mensaje enviado por la Presidencia de la República y es en ese momento que se aprueba. 


En Montevideo los centros y las policlínicas de los barrios periféricos están desbordadas de pacientes. Esto se 
debe al aumento en la población usuaria del Ministerio de Salud Pública, pero también por un error que 
comete el Ministerio al cerrar las policlínicas de los hospitales Maciel y Pasteur. Allí había policlínicas de 
todo tipo -sobre todo, las especializadas- que atendían gran número de estos pacientes que, prácticamente, 
fueron tirados a las policlínicas periféricas. Hay mucho malestar en esa gente porque la atención que reciben 
no es comparable. En los hospitales tenían la posibilidad de hacerse estudios o análisis, pero en las 
policlínicas no existe nada de esto: el paciente va un día y tiene que volver dos y tres veces para conseguir 
que le hagan una ecografía o un electrocardiograma. El paciente no resuelve su enfermedad ni su patología; 
muchas veces, en estos lugares no se tiene idea de cuál es la patología que debe atenderse. 


Lo que se suma a esta situación es la carencia de medicamentos. Muchas veces vemos al Ministro diciendo 
que no hay carencia de medicamentos, pero hay que ir y constatar con los pacientes, porque no se les dan 
medicamentos o se los hace deambular por los distintos centros para conseguirlos, a pesar de que la gente ni 
siquiera tiene medios para trasladarse a otros lugares. 


Creo que esta situación ha provocado un caos; calculamos que en setiembre u octubre los recursos que tenían 
los Directores de hospitales y de unidades ejecutoras ya se habrán gastado. En el interior ocurre eso; ya se 
gastaron todo y ahora están pidiendo mayores recursos, pero desde aquí todavía no se les ha dado una 
solución. En algunos centros todavía se mantiene alguna medicación, pero en otros se ha gastado todo; en el 
interior la concurrencia de los pacientes varía según los lugares en los que se atiende. Esto no lo ve quien no 
lo quiere ver. Nosotros, que recorremos el interior todos los días del año, estamos con la gente y recibimos las 
denuncias de que no se les dan medicamentos. Los medicamentos más caros desaparecieron de las estanterías 
de los centros -eso es así-; ocurrió debido a un problema que es muy complejo, pero la verdad es que no 
tenemos recursos como para brindar una atención adecuada a los pacientes en ningún centro del país. Aclaro 
que cuando damos la cobertura de análisis, exámenes y estudios, lo hacemos a tres, cuatro, cinco meses y 
hasta un año después, por lo que el paciente ve totalmente deteriorada su salud. 


Llamamos a la sensibilidad del Parlamento y del Poder Ejecutivo para que esto pueda corregirse. Sé que 
estamos en un momento difícil, pero también es difícil mantener al funcionariado con estos salarios, porque 
además de las necesidades que pasa en su casa tiene la responsabilidad de llevar sobre sus hombros todas las 
denuncias y el acoso diario de parte de los pacientes que concurren a los centros. 


SEÑOR IBARRA.- En cuanto a los medicamentos, en esta Comisión se solicitó opinión al Ministerio de 
Economía y Finanzas y al Ministro de Salud Pública; en ambos casos se nos dijo que la provisión de 
medicamentos estaba cubierta a través de la Central de Compras y que solo podía existir alguna falla 
de distribución en Salud Pública. Las preguntas que se hicieron fueron motivadas por las denuncias 
que cada uno de nosotros ha recibido sobre el particular, no solo en Montevideo sino también en el 
interior del país. Aquí se ha planteado una opinión absolutamente distinta, que coincide con lo que a 
nosotros se nos dice en la calle. 


Antes que ustedes, estuvieron aquí representantes del Comité Ejecutivo del Sindicato Médico del Uruguay, 
quienes expresaron su apoyo a la reivindicación de los funcionarios de Salud Pública, sobre todo desde el 
punto de vista salarial. Quedó absolutamente claro cuál es el planteamiento, inclusive, considerando las 
comparaciones con otros funcionarios públicos del país. 


Quisiera que se ampliara un poco la información acerca de la asistencia integral, que -como dice el señor 
Lluberas- ha disminuido en un 50%. ¿Qué significa esto en cuanto a la atención de la salud del funcionario y, 
por supuesto, de sus familiares? Lo pregunto porque hace poco rato estuvimos informándonos sobre la 
situación que se da en algunos organismos públicos, entes autónomos y servicios descentralizados -en la 
clínica del Banco de la República, en la de ANCAP, en la del Banco Hipotecario, etcétera-, en los que en 
determinado momento se ha pensado desmantelar los servicios de salud; esa gente -sobre todo jubilados y 
pensionistas- engrosaría la lista de usuarios de Salud Pública. 


Reitero: quisiera que se abundara un poco más en detalles acerca de la repercusión real que ha tenido esta 
disminución importante en la asistencia integral. 


SEÑOR LLUBERAS.- En primer lugar, esto redunda en el deterioro de la salud de los funcionarios 
que, como es sabido, sufre sobre todo en la parte psíquica. 


Muchos funcionarios de Salud Pública son destituidos por faltas, pero muchas veces no se analiza por qué la 
gente no concurre a trabajar. Muchas veces, el funcionario falta porque está enfermo, pero no hace el trámite 
que corresponde para obtener la licencia por enfermedad. Reitero: dado su estado de salud no concurre a 
hacer la solicitud de licencia correspondiente. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- No entiendo por qué no se hace la solicitud. ¿Hay alguna normativa 
especial o alguna situación peculiar? 


SEÑOR LLUBERAS.- Se requiere una solicitud de licencia por enfermedad; si no se hace esa solicitud 
-que es el requisito que corresponde-, por más que el funcionario lleve un certificado médico, no está 
certificado. Digo esto para que vean cuán compleja es la situación de los funcionarios. 


Además, han aumentado los problemas psiquiátricos entre el funcionariado, pero muchas veces no se quiere 
reconocer este tipo de situaciones. Lo menciono, simplemente, para que se tenga en cuenta cuando empiezan 
a arreciar las reglamentaciones. Por ejemplo, al día de hoy, al funcionario que falta tres días se le puede 
decretar abandono del cargo y puede ser despedido; no hay un sumario en el que se pueda investigar si estuvo 
enfermo. También se disminuyó el número de faltas; ahora, con 50 faltas anuales somos sumariados. Pero por 
lo menos con un sumario de por medio todavía tenemos posibilidades de defendernos; de todos modos, por 
su situación de salud y por los problemas de traslado -hablamos de gente que no tiene dinero para alimentarse 
a sí misma ni a sus hijos-, a veces tampoco se puede aprovechar esta instancia. Toda esta situación es la que 
lleva al deterioro total de la salud de los funcionarios. Hasta hace tres o cuatro años la asistencia integral le 
brindaba toda la medicación para que ese funcionario tuviera la posibilidad de tratarse, tanto en el aspecto 
psicológico -lo que hoy no podemos-, como en cualquier otra patología. 


Hoy, los funcionarios que deben solicitar exámenes, análisis, etcétera, no son atendidos en el momento en 
que lo necesitan porque el trámite demora uno, dos o tres meses. 


Por otra parte, en la mayoría de los centros, no tenemos asistencia odontológica y tampoco los lentes, por un 
problema de licitaciones que tiene Salud Pública en ambos casos. Entonces, la salud del funcionario y sus 
familiares se deteriora totalmente, dadas las circunstancias que debe vivir. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Acá nos llegan las cifras globales de los gastos de remuneraciones de 
cada uno de los Incisos, pero no tenemos información en cuanto a la estratificación. A veces, el 
promedio del Inciso si bien algo dice, es poco, porque los promedios se refieren a situaciones muy 
asimétricas. Quisiéramos información acerca del nivel de ingresos de los funcionarios y cuántos son en 
cada escalafón, porque uno tiene la impresión de que es allí donde hay que poner la mayor atención. 
Además, como ustedes dijeron, existe una normativa presupuestal que permite contemplar situaciones 
en Salud Pública. En todo caso, queríamos ponerle números al planteo que ustedes hacen. 


SEÑOR LLUBERAS.- Concretamente, de 16.900 funcionarios, 10.000 ganan menos de $ 3.500, 
alrededor de tres salarios mínimos; los funcionarios que pertenecen a las comisiones de apoyo no 
tienen salarios de Salud Pública, pero no alcanzan a 2.000. Y hay otro sector, el de los suplentes, 
alrededor de 1.500, que gana menos de $ 3.000. Y si vamos a los primeros grados del escalafón, vemos 
que 8.500 funcionarios del Grado 4 para abajo ganan entre $ 3.000 y $ 3.500. 


De todas maneras, tenemos los datos desglosados por franja, y se los enviaremos mañana. 


Cabe destacar que los datos que di sobre los promedios salariales del primer trimestre de 2003 fueron 
extraídos de una información del CEPRE -se pueden bajar de Internet-, y son tan claros que se captan con la 
simple lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación por su presencia en el día de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación Uruguaya de la Salud) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Federación Uruguaya de Magisterio y de trabajadores de Educación 
Primaria) 


Agradecemos la presencia en esta Comisión de la delegación de la Federación Uruguaya de 
Magisterio y de trabajadores de Educación Primaria integrada por el maestro Héctor Florit, 
Secretario General; la maestra Adriana Espantoso, miembro del Secretariado; el señor Fernando 
Pereira, Secretario de Organización y los señores Julio Cabrera y Gualberto Alves, integrantes de la 
Mesa Directiva de APUPRIM. 


SEÑOR FLORIT.- Solicitamos esta entrevista con la Comisión a los efectos de hacer llegar al Poder 
Legislativo una serie de preocupaciones del sindicato de maestros y trabajadores de Educación 
Primaria en lo que hace a la situación de la educación pública en general y de la escuela en particular, 
fundamentalmente en lo que se refiere a la asignación presupuestal. 


Un primer marco general que creemos oportuno poner en su conocimiento es la situación que vive la escuela 
este año, que en el mensaje de la Rendición de Cuentas de 2002 fue calificada por el propio CODICEN como 
servicio en riesgo de colapsar. Son palabras del propio jerarca de la ANEP. Esa calificación fue reiterada por 
el sindicato en el mes de marzo cuando resultaba evidente que, fruto de la crisis social, se iba a atribuir a la 
educación pública funciones sociales compensatorias que escapan a los cometidos tradicionales de la 
educación y que iba a haber un crecimiento importante del número de alumnos. Hoy disponemos del mensaje 
de Rendición del año 2002 y podemos cuantificar esos anuncios de la Federación Uruguaya del Magisterio. 
El aumento promedio de la matrícula de los últimos tres años es del 2.81%; en 722.000 estudiantes eso 
significa aproximadamente 20.000 más, año tras año. 


También podíamos prever el crecimiento de la demanda en los comedores escolares. Este servicio, 
fundamental para los sectores más carenciados, fue creciendo desde el punto de vista cuantitativo y 
porcentual, en lo que hace a la participación en el total de la matrícula escolar. Por primera vez, en el año 
2003 se supera el 50% de estudiantes; hoy hay 225.000 niños comiendo diariamente en las escuelas públicas, 
que representa el 52% del total de la matrícula que tiene la escuela pública. 


Hemos planteado la necesidad de un refuerzo en los rubros de los comedores, es decir de la alimentación 
escolar, para poder atender este crecimiento que significa un 12% más de los que comían hasta el año pasado. 
Disponemos de los cuadros y de la comunicación de la Unidad de Alimentación del Consejo de Educación 
Primaria, en los que se consigna que hay 24.600 niños que comen a través de un sistema relativamente caro, 
que es el tercerizado, y alrededor de 200.000 que lo hacen por el sistema tradicional. El incremento 
solicitado, hasta ahora no autorizado, es de $ 51:000.000 para poder atender ese 12% de incremento de la 
demanda. 


El crecimiento de la matrícula también influyó en lo que hace a las necesidades de Maestros y Directores, lo 
que también se señaló en el documento enviado por el Consejo de Educación Primaria al CODICEN, que este 
no recoge en el mensaje de Rendición de Cuentas del que disponen los señores legisladores. Por ejemplo, en 


tiempo completo se requieren 92 cargos más de Maestros y tres de Directores; en educación inicial, un total 
de 117 cargos; en el caso de educación común se habla de 88 cargos de Maestros y cuatro de Directores. 
Podemos seguir enumerando las solicitudes que el Consejo de Educación Primaria envía al CODICEN, 
señalando la insuficiencia de los cargos docentes de que dispone el organismo. 


Las necesidades también están en el área no docente, en la cual a principios de la década del noventa - 
inclusive a mediados-, había más de 5.000 funcionarios y hoy quedan en el organismo 3.400, incluyendo los 
eventuales; si no, la cantidad apenas superaría los 3.000. 


Hacemos estas referencias genéricas para fundamentar nuestra preocupación y el sentimiento de despojo que 
nos embarga cuando vemos que, por primera vez desde la reinstitucionalización democrática, el jerarca de la 
ANEP no envía al Parlamento un mensaje de Rendición de Cuentas que contenga algún incremento. Esto nos 
preocupa porque en valores constantes, hay un 15% de pérdida en el gasto de la ANEP entre el año el 2001 y 
el 2000. En términos de participación en el Presupuesto, en el año 2001 la ANEP retenía el 11% del 
Presupuesto y en el 2002 el 10,3%. Por supuesto que en dólares la caída fue muchísimo mayor y fácilmente 
podemos hablar de US$ 200:000.000; esto está asociado al cambio en el valor relativo del dólar. Pero 
estamos haciendo hincapié en la pérdida a valores constantes en pesos. El crecimiento en pesos corrientes fue 
de un 6% en el año 2002, contra el 2001. En valores constantes, la pérdida fue de un 15% y reitero que 
estamos atendiendo a unos cuantos miles más de niños que en el 2001. 


Entonces, no podemos ocultar la preocupación por la falta de mensaje del CODICEN, pero mucho menos 
podemos dejar de señalar que de lo autorizado por el Poder Legislativo a través de la Ley de Presupuesto no 
se ejecutaron algo más de US$ 20:000.000. El mensaje del organismo lo tiene señalado en la página 70; hay 
economías del orden de los $ 406:000.000. Esto significa que faltan tizas, cuadernos, que se adeuda a 
tribunales de concursos, es decir que se deben compensaciones y retribuciones, que hay un retraso notorio 
con los proveedores, recortes en los servicios 222, que faltan útiles elementales para el funcionamiento diario 
de las escuelas, que desde el año 2001 los servicios sanitarios no concurren a las escuelas y que, en definitiva, 
el funcionamiento cotidiano está librado a lo que las Comisiones de Fomento, los padres, los auxiliares, el 
personal no docente y los Maestros pueden hacer para mantener esta educación pública que es orgullo de los 
uruguayos. 


Los gastos de inversión tuvieron un recorte mucho mayor que el promedio general; la ejecución alcanza a un 
35%, es decir que se dejó de ejecutar las dos terceras partes de los US$ 14:000.000 que el Parlamento asignó. 
Además, recuerdo a los integrantes de la Comisión que esta cifra era la misma que venía del ejercicio 
presupuestal 1995, que en el Presupuesto del año 2000 no hubo aumento en el rubro de inversiones. 
Entonces, estamos hablando de que a un rubro congelado, además, no se le ejecutaron las dos terceras partes. 


Volviendo al planteamiento inicial, debemos decir que hay necesidades y demandas sociales crecientes que 
están siendo afrontadas por programas, como el de Atención a la Infancia, Adolescencia y Familia en 
Situación de Riesgo -financiado por el BID-; hay demandas crecientes en alimentación, porque los días 
sábados y en vacaciones también se atiende a los niños; se entrega a sus familias la leche fluida excedente 
después de dar la correspondiente copa a los niños; contamos con un plan "Trabajar" muy particular en el 
Uruguay, porque hay dos mil auxiliares contratadas por la Comisión de Fomento a través de una transferencia 
de créditos del Ministerio de Economía a la ANEP; y a todo esto hay que sumarle las tareas cotidianas que se 
desarrollan en las escuelas. 


Hoy tenemos un cuadro crítico, con partidas que no aumentan, con vacantes que no se proveen, con un 
Consejo de Educación Primaria que pide refuerzos y un CODICEN que no recoge la solicitud en su mensaje; 
es decir, estamos frente a una situación de riesgo social porque esta institución, que es la primera trinchera 
frente a la pobreza, cae en su participación en el Presupuesto, a pesar de que hubo recortes en todos los 
organismos. 


Por otra parte, aquellos refuerzos -como los que ya cité- que efectivamente llegan a las escuelas lo hacen por 
un mecanismo paralelo y periférico al tratamiento legislativo. Creemos que esta no es la mejor forma de 
fortalecer los ámbitos de debate parlamentario, de habilitar la facultad de control del legislador, ni de generar 
un espacio para que los actores sociales puedan interactuar en relación a estas políticas, que pueden ser 
acertadas o no -no estamos haciendo valoraciones-; lo que decimos es que están por fuera del trámite 
parlamentario y que, en consecuencia, no reúnen las opiniones de las que se verían favorecidas de haberse 
incorporado en esta Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PEREIRA.- Pertenezco a la Federación Uruguaya de Magisterio. 


Prosiguiendo el planteo del maestro Florit, quisiéramos hacer hincapié en un tema que pocas veces se debate 
en el andamiaje diario de la escuela pública; me refiero a los funcionarios no docentes de la ANEP. 


El maestro Florit indicaba que había 5.000 funcionarios en los primeros años de la década del noventa y que 
el número fue cayendo sustancialmente hasta llegar a 3.500. Muchas veces hemos escuchado plantear - 
inclusive de parte de legisladores- que la burocracia en el organismo tenía un peso importante y que de 
alguna manera había que bajar el gasto burocrático. Creemos que esto se debe a que no se ha leído bien cómo 
es la composición interna de los funcionarios no docentes de Educación Primaria. 


De los 5.000 funcionarios, 650 - en otros momentos 680- son administrativos, es decir que atienden los temas 
vinculados a concursos, administración, elección de cargos de maestros, proveeduría, etcétera. Todos los 
demás están vinculados a los centros docentes, y en particular a las escuelas; están vinculados a la limpieza, o 
son ayudantes de Maestros en clases preescolares de tres o cuatro años y de Maestros de educación especial, 
y otros están dedicados a una cosa sustancial para el organismo: el mantenimiento. Es verdad que en 
momentos de mayor gasto de la ANEP muchas de estas tareas se tercerizaban; me refiero a las obras en las 
escuelas públicas. Pero por falta de pago del organismo y otras consideraciones -el tiempo no nos da para 
plantearles-, se han dejado de hacer. Mientras tanto, como resultado de las vacantes que se han producido, un 
taller de mantenimiento que tenía Primaria con 130 funcionarios al comienzo del período democrático, hoy 
tiene 30; para 300 locales escolares, hay un albañil y cuatro sanitarios. Por supuesto que apenas pueden 
atender la emergencia; ningún trabajo planificado puede ser llevado a la práctica. 


En la actualidad, el organismo cuenta con 1.500 vacantes no docentes, que puede llenarlas porque el 
legislador lo habilitó. Cuando se suprimió el ingreso a la función pública, especialmente este Parlamento 
habilitó a la ANEP a contratar personal para los escalafones C y F, en función de que ese personal es 
imprescindible para el funcionamiento diario de la escuela pública. Hoy hay 1.500 vacantes. Por supuesto 
que esto traba toda la escala de ascensos dentro del organismo, pero eso no es lo sustancial. Lo sustancial es 
que hay escuelas cuya situación es muy precaria, que cuentan con un solo auxiliar de limpieza; y hay otras 
que no tienen ninguno. 


Estamos convencidos de que el plan "Trabajar" que mencionaba el maestro Florit, vino a tapar un déficit que 
tenía la escuela, pero no lo solucionó por completo; sin embargo, creemos que fue un fuerte avance. Aún así, 
estamos en condiciones de llenar estas vacantes. 


Se podrá decir que hay vacantes y que el dinero asignado a las mismas ya se gastó; nosotros decimos que 
todas las vacantes que se hayan generado durante el año 2003 y el último semestre del 2002, el organismo 
está en condiciones de llenarlas; son vacantes que tienen presupuesto asignado. Nos parece que eso es 
gravitante, primero para desmitificar la idea de que el organismo tiene una cantidad tan grande de 
administrativos que devora la Educación Primaria y le hace gastar todo. Para 23 inspecciones 
departamentales en todo el país -reitero- hay 700 funcionarios. 


Además, debemos decir que el personal auxiliar de la escuela es insuficiente y que es necesario arbitrar 
algunas medidas que eviten un mayor caos que el actual, en lo referente al mantenimiento y limpieza de los 
edificios, a los comedores y a la ayuda a los Maestros de clase de jardinera, de educación preescolar y 
educación especial. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Obviamente que la educación es una preocupación profunda, pero 
recorriendo escuelas me he dado cuenta que en este momento la alimentación se ha transformado en el 
eje en la vida de muchas de ellas -así se lo manifesté a las autoridades del CODICEN en ocasión de su 
concurrencia a la Comisión, y tuve la impresión de que no estuvimos muy de acuerdo-, porque lo he 
visto en Artigas, en Rivera, en Durazno, en Montevideo y en donde fuere. Y este concepto ha surgido de 
la conversación con los propios actores, tanto los docentes como los padres de los chiquilines. 


El 7 de agosto la Comisión volverá a recibir al señor Ministro de Economía y Finanzas y nuevamente le voy 
a preguntar por esta partida, porque de la entrevista con el CODICEN me quedó la idea de que ese refuerzo 
había llegado. Voy a volver a leer la versión taquigráfica, pero en lo personal me había quedado esa idea. 


Solo por una cuestión de sentido común, o colocándome en términos de ama de casa, me doy cuenta que si le 
tengo que dar de comer a diez, después a veinte y luego a treinta, voy a precisar distintos recursos, salvo que 
estire la comida en alguna forma, como me lo han dicho en alguna denuncia que he recibido. Quería dejar 
puntualizado esto, ya que lo voy a volver a preguntar cuando concurra el señor Ministro de Economía y 
Finanzas porque, de última, los recursos salen de esa Cartera. 


Por otra parte, quiero saber cuántos alumnos hay por grupo escolar en este momento. 


Un comentario reiterado que me han hecho familiares de niños con discapacidad es que ven que se vienen 
desarmando algunos emprendimientos de educación especializada. No tengo esta información con precisión. 


También recibí a funcionarios de mantenimiento, a esos treinta que citaron. En ese sentido, parto de la base 
de que el mantenimiento de un edificio es un ahorro. Le preguntamos al CODICEN por el costo del metro 
cuadrado, porque también nos interesa saber cómo gasta el Estado en construcciones. Una construcción bien 
hecha y bien mantenida en el largo plazo es un ahorro, más allá de todas las ventajas que tiene para dictar 
clases allí. 


Por lo tanto, quisiera saber la cantidad de niños que hay por grupo y el tema de las escuelas o aulas 
especializadas, porque me han llegado muchas denuncias en torno a ese punto y no tengo información. 


SEÑOR FLORIT.- Con respecto a la educación especial, el número total de cargos se mantiene. Sí hay 
un proceso de debate sobre estrategias inclusoras, pero el total de escuelas y de cargos no ha tenido 
cambios. Respecto a las políticas de inclusión, es una discusión que está en el seno del Magisterio y, si 
bien la normalización y la integración del discapacitado es una norma jurídica -si no me equivoco, está 
sancionada desde el año 1989-, el cómo se lleva a cabo la integración para que sea pertinente, hace al 
debate pedagógico. 


Sobre el promedio de alumnos por grupo, el crecimiento es real; tan real como que se mantiene la cantidad de 
cargos de Maestros y ha aumentado la matrícula escolar. Sin embargo, el promedio oculta muchas 
diferencias. Ahí se está promediando la escuela rural de tres alumnos con la clase de Casabó con 42 o 43 
niños. La media aritmética debe estar en el orden de los 23 o 24 alumnos, pero con esa salvedad que en 
realidad más que aclarar, oculta. 


Quiero salvar una omisión en la que incurrí en mi primera intervención. 


Cuando el CODICEN estuvo en esta sala en el año 2002, frente a una pregunta de la señora Diputada 
Topolansky, en la versión taquigráfica dice que la ejecución de la playa de contenedores iba a adquirir 
velocidad crucero en el año 2003. Es fácil recordar la afirmación del licenciado Bonilla, porque es original, 
por lo menos en este ámbito. Quiero decir que todavía estamos en velocidad bote, haciendo las cosas muy 
lentamente y sin la posibilidad de construir ni de responder frente a muchas necesidades que tiene la 
población. Aquí está la lista completa de obras presentadas al Parlamento a financiarse con lo obtenido a 
través de la licitación de la playa de contenedores. En Montevideo, por ejemplo, estaban previstas tres obras 
nuevas: en Maracaná Sur, Santa Catalina y Yugoslavia y Pena, pero aún no hay avance de ejecución. 


SEÑOR CABRERA.- Quedó pendiente una contestación en cuanto al mantenimiento. 


Como muchas cosas no se solucionaban, hemos tenido distintas entrevistas con algunos señores Diputados. 


En el taller de Primaria éramos 160 funcionarios y hoy solo somos 30. Lo más preocupante es que además de 
dar solución a las escuelas de muchos años que han sufrido un desgaste, tenemos que realizar diversos tipos 
de trabajos de mantenimiento en escuelas construidas a través de los famosos contratos de obra, que cuatro o 
cinco meses después de su entrega también presentan fallas. ¿Cómo se aceptan obras a nuevo -construidas 
con dinero del pueblo-, si después tenemos planchadas rajadas y baterías de baño que no responden? No hay 
dinero para reflotar un taller como el que hubo antes, que con 160 funcionarios construía las aulas, pero 
tenemos que mantener las escuelas viejas que se vienen abajo y, además, las nuevas, recientemente 
entregadas. Me gustaría que el responsable de la aceptación de la obra tenga cierta capacidad. No sé si se 
habrán enterado los señores Diputados por televisión, pero este tipo de problemas han dado lugar, por 


ejemplo, a la generación de focos de hepatitis. Nosotros tuvimos que solucionar esos problemas, a pesar de 
las carencias de personal que tenemos. 


SEÑOR LEGLISE.- Uno de los planteos más fuertes que hicimos al CODICEN fue con respecto a los 
fondos provenientes de la licitación de la playa de contenedores. Según se nos dijo, una información 
vertida por el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas no coincide con la información que nos 
dio el CODICEN. Por un lado, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas nos dice que ha recibido 
solamente dos partidas, una de $ 8:000.000 y otra de $ 12:000.000. En cambio, el CODICEN nos dice 
que prácticamente ya han dado más de US$ 2:000.000 en partidas, a esta fecha. Eso es algo que todavía 
no nos ha cerrado. 


También nos han dicho que no han hecho ninguna obra grande, sino todas las obras pequeñas. Esa fue otra de 
las cosas que nos llamó la atención en la contestación que nos dio el CODICEN. 


Tenemos otra preocupación. Aquí se dijo que prácticamente al 52% de los alumnos que van a Primaria se les 
da alimentación. No hay dudas de que aquí hay un problema enorme desde el punto de vista del 
funcionamiento escolar y del mantenimiento. A mí me gustaría que quedara alguna constancia en la versión 
taquigráfica acerca de cómo se está resolviendo este grave problema. Deberían ir solamente para educarse, 
sin embargo, el 52% del alumnado está recibiendo además, alimentación. 


SEÑORA ESPANTOSO.- Este es un problema que nos preocupa muchísimo. El crecimiento de la 
matrícula sumado al incremento que hubo en los comedores no se vio acompasado en nada con un 
aumento de la partida correspondiente. En estos momentos a veces hay que estirar esa partida que nos 
dan por mes para cubrir cada ingreso nuevo, que ya viene con su solicitud de ingreso al comedor. 
Muchas veces nos vemos retaceados en la parte edilicia, para el funcionamiento de estos comedores 
escolares. Nos hemos visto desbordados no solo en cuanto al uso de vajilla y a la implementación del 
comedor, sino respecto del sitio donde los niños comen. 


Hay que tener en cuenta, además, que en esa hora de almuerzo, entre los turnos matutino y vespertino -que en 
invierno se reduce a 45 minutos- la problemática que viven las escuelas es muy grande. Los auxiliares de 
servicio ya no daban abasto y, sin embargo, su número no se ha visto acrecentado. Entonces, en escuelas en 
las que había un solo auxiliar de servicio o cocinera para dar de comer a 250 alumnos, hoy se ven con 380 o 
400 alumnos. El auxiliar de servicio que estaba destinado para la limpieza -precisamente para dejar limpio el 
local para el turno vespertino- ha tenido que ayudar en la cocina. Todo esto trae una problemática importante 
en las escuelas y los Directores, como es sabido, se apoyan mucho en los padres, que a veces cumplen 
funciones de limpieza, gratuitamente o a cambio de un plato de comida, dada la crisis existente. 


Los Directores estamos apostando a ese tipo de ayuda solidaria, sin poder compensar a quien hace estas 
tareas, porque por la crisis las comisiones de fomento han visto muy reducidos sus ingresos. Todo esto 
produce una cadena de descontrol en las escuelas. 


SEÑOR IBARRA.- Me pareció interpretar que el maestro Florit decía que el Consejo de Primaria 
presentó al CODICEN un proyecto para esta Rendición de Cuentas 2002. Cuando estuvo ANEP aquí 
eso no fue informado y nosotros no lo sabíamos. 


Por lo tanto, si hay alguna información sobre el contenido del proyecto, nos gustaría mucho tenerla, porque 
realmente hubo una omisión de parte del CODICEN al no informar esto tan importante. Todo aparecía como 
que había un acuerdo general, teniendo en cuenta sobre todo las carencias que se han descrito acá. 


En segundo lugar, todos recordamos que, con referencia a los auxiliares de servicio, se encontró una solución 
parcial a través del pago por parte del Estado de los aportes al Banco de Previsión Social. 


Muchos, en aquella oportunidad, interpretamos que no se trataba únicamente de los aportes, sino que el 
Estado se hacia cargo de los salarios que, por lo general, eran pagados por las Comisiones de Fomento. 
Lamentablemente, no fue así; a veces, las redacciones que se da a los artículos son tan intrincadas que se 
retacean beneficios. 


Concretamente, quiera saber por cuántos auxiliares de servicio, contratados por comisiones de fomento, 
vecinos u otras vías, se está realizando el aporte al BPS por parte del Estado, y cuántos quedaron sin ese 
beneficio. Como todos sabemos, en algunas escuelas los contratos de auxiliares de servicio -realizados por 
Comisiones de Fomento u otras entidades- se realizan a más de una persona, en ocasiones a dos o a tres. De 
esta manera, tendríamos una idea de cuántos funcionarios se cubrieron por la disposición oportunamente 
votada en el Parlamento, y cuántos quedaron sin cubrir en cuanto al pago de los aportes por parte del Estado. 


SEÑOR PEREIRA.- Deseo realizar dos o tres aclaraciones. 


Si bien el Decreto N* 317 del Poder Ejecutivo, que refería a la regularización de auxiliares de servicio, cubría 
a un solo funcionario auxiliar por escuela y un aporte a la seguridad social por un salario y cuarto del salario 
mínimo nacional, eso, posteriormente fue revertido en dos aspectos. En primer lugar, la partida no solo 
cubrirá el aporte a la seguridad social, sino también el salario, el aguinaldo, la licencia vacacional, el Banco 
de Seguros del Estado y la cuota mutual. Por lo tanto, el aporte se transformó en una partida de $ 3.800, que 
cubre un salario de $ 1.500 líquidos, $ 1.832 nominales, y los aportes a la seguridad social, la parte 
correspondiente del aguinaldo, la licencia y el salario vacacional. En segundo término, en ese decreto se 
preveía la dotación de un solo auxiliar por escuela -lo cual era muy insuficiente-, y se pasó a tener una 
cantidad mayor -aunque no ilimitada-, ya que en gran parte de los centros escolares alcanza a un segundo 
auxiliar y en algunos a un tercer auxiliar; las situaciones de tres auxiliares son muy específicas. 


¿Cuánto cubrió esta partida? Una cifra cercana a mil novecientos cincuenta auxiliares en todo el país, con el 
aporte completo a la seguridad social y al salario. Esto se ha gestionado a través de una Comisión paritaria 
bipartita entre la Federación Uruguaya de Magisterio y el Consejo de Educación Primaria, que ha tenido 
como tarea asesorar a los Directores de las escuelas en cuanto a cómo se hace el aporte a la seguridad social y 
a los otros organismos del Estado, básicamente, para tener un sistema transparente con el fin de que la 
situación de aquellos que habían dado, ocho, nueve o diez años a la escuela pública sin aportar a la seguridad 
social, y muchas veces sin salario, se viera regularizada. 


De todos modos, aún con esa solución -que, sin duda, lo entendemos como un logro sindical y un logro para 
la escuela pública- no se alcanza a salvar el déficit que tiene la escuela pública en cuanto al personal. Con 
esto se pudo resolver un problema que tenía Primaria desde hacía diez años, tiempo durante el cual los 
Directores, vecinos y padres trataron de resolver los problemas de la escuela a través de personas que, 
honorariamente o con salarios muy bajos, iban colaborando en tareas de limpieza, recuperación del local, 
etcétera. Fue una especie -tal como decía el maestro Florit- de plan "Trabajar" con características especiales 
en la ANEP, con un salario muy bajo, de $ 1.500, y el aporte a la seguridad social. Sin duda, esto constituye 
un avance, teniendo en cuenta lo que se había aprobado en el Parlamento y se había reglamentado por el 
Poder Ejecutivo, que era muy insuficiente. Aún así, decimos que el organismo tiene mil quinientas vacantes 
no docentes, que se podrían llenar porque el Parlamento habilitó los mecanismos en ese sentido, ya que 
entendió que había un camino a seguir, y era el de no dejar sin funcionarios a la escuela pública, a los liceos y 
universidades del trabajo, considerando que se tienen todas las herramientas para, efectivamente, mejorar la 
situación actual. No hacen falta herramientas parlamentarias, solo se debe aplicar las leyes que hoy continúan 
vigentes. Inclusive, en la última Rendición de Cuentas, el Parlamento debatió este artículo en particular que 
habilita el ingreso en los escalafones C y F, y decidió mantenerlos. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- En primer lugar, no quisiera que pasara desapercibida la afirmación que 
hace un rato se hizo por parte de la delegación acerca del estado de las construcciones nuevas. Ese 
tema es de una inusitada gravedad. En ese sentido, nos gustaría -supongo que interpreto no solo el 
sentir de nuestra bancada, sino también el de toda la Comisión- que nos hicieran llegar información 
sobre ese tema, si es que la tienen disponible. Como todos sabemos -mis dos preguntas tienen que ver 
con lo mismo-, el 2002 fue un año singularmente crítico para el país. Sabemos que el uso de los 
recursos y los temas de emergencia se vuelven de excepcional importancia -no se puede analizar como 
un año normal-, pero que se diga que se están terminando obras sin el debido contralor de obra, o que 
baterías de baños recién instaladas no tienen las condiciones normales de funcionamiento, nos parece 
muy grave. Por eso -no tiene por qué ser ahora-, nos interesaría mucho tener a la brevedad 
información lo más concreta y completa posible. 


La segunda pregunta también refiere a un tema concreto, y es el de la alimentación. La delegación planteaba - 
si no entendí mal- la necesidad de ampliar el crédito presupuestal en aproximadamente $ 50:000.000. 
Nosotros consultamos hace unos días a la ANEP acerca de si el suministro de dinero, dentro del crédito 
presupuestal o por vía de refuerzo de rubro -para lo cual el Ministerio tiene autorizaciones expresas; en este 
caso, además, muy especialmente, y que nadie puede discutir que puede ser la vía razonable frente al marco 
de una crisis- era suficiente. ANEP nos manifestó, en forma muy concreta, que, dentro del marco de 
dificultades, lo que se requería le había sido habilitado. Es decir que en cuanto al suministro de alimentación, 
para ese incremento de niños tan importante -en lo que se refiere a alimentos; ustedes ya hablaron de otros 
aspectos y de los funcionarios- se había tenido lo básicamente necesario. Nos importaría mucho saber si 
ustedes comparten esta realidad, porque nos interesa separar el concepto de crédito presupuestal del concepto 
práctico, es decir, lo que viene realmente sucediendo en cuanto a la disponibilidad concreta de comida. 
Vamos a entendernos, creo que todos estaremos de acuerdo en que en una situación de emergencia, la 
escuela, más allá de sus roles habituales, está jugando sin duda un rol importantísimo para la sociedad en este 
aspecto. 


SEÑOR CABRERA.- Nosotros contamos con expedientes que entran al taller. En este momento no 
tengo las direcciones de las escuelas que se encuentran en esta situación, pero podemos enviarlas. 


Esto es preocupante; estuvimos un año en la comisión para solucionar esos temas y pidiendo participación al 
Consejo de Enseñanza Primaria, porque como trabajadores, con treinta años en el oficio, queremos que esos 
dineros públicos sean gastados de la mejor manera posible. Nos preocupa que se entregue una obra y que al 
año ya tenga un desgaste, o que se parta la planchada; eso es lo que nos preocupa como trabajadores. A la 
vez, no se puede dar una cifra irrisoria para mantener una carpintería a fin de recuperar muebles de las 
escuelas, como ser $ 2.000 o $ 3.000 para el mantenimiento de máquinas. Entonces, me preocupa cuando se 
gasta dinero público, pero en pequeñas sumas no se da solución. 


De cualquier manera, les acercaremos el documento. 


SEÑOR FLORIT.- En cuanto a la segunda pregunta quiero decir que entregamos a la Mesa -creo que 
se distribuyó entre los señores Diputados- el informe del servicio de alimentación de Primaria. Al pie 
del documento se establece que hay un crecimiento del 12% y aparece la demanda de incremento, 
tanto en la comida tercerizada como en la tradicional. En el último renglón se recuerda que el ajuste de 
matrícula por la cantidad de niños debe hacerse dos veces al año, en mayo y en agosto, y se dice que no 
se ha hecho el relativo al mes de mayo. 


La partida de alimentación tiene dos tipos de incremento. Uno de ellos dice relación con la partida por día, 
por niño, es decir, por comida; eso se hizo el 1” de enero y se llevó a $ 7,10 el almuerzo. Esa cifra puede 
parecer insuficiente, pero acompasó la inflación del año 2002. Es decir que se aplicó el ajuste en función de 
la inflación acumulada el año anterior. Pero la partida no se incrementó por la cantidad de niños. Por eso 
nuestro énfasis no fue en la partida por comida sino teniendo en cuenta cuántos niños comen. En ese sentido, 
el ejemplo de la compañera Espantoso era sobre lo que sucedía con los comedores que pasaron de 250 a 300 
o 320 niños. Este es un documento formal de la unidad de alimentación, lo que nos exime de cualquier otro 
comentario con relación a la interrogante del señor Diputado Ponce de León. 


Sobre el compromiso del magisterio ante la emergencia, entregamos y repartimos el boletín oficial de la 
FUM que ratifica el compromiso histórico del magisterio con las políticas compensatorias dirigidas a los 
sectores más pobres. Antes, durante y después de la crisis, la escuela, los maestros y los funcionarios se han 
comprometido con estas políticas sociales. 


SEÑOR LEGLISE.- Esta aclaración del maestro Florit ha sido importante porque era una de las cosas 
que queríamos preguntar. 


En este comunicado de prensa que sacó la Federación Uruguaya de Magisterio hay dos o tres puntos sobre 
los que el CODICEN quedó en enviar información por escrito a nuestras Comisiones. Pediría a la Mesa que 
acelerara ese proceso para que podamos contar con esa información que el CODICEN se comprometió a 
enviar antes de terminar con el tratamiento de la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR IBARRA.- Complementando lo que decía el señor Diputado Leglise, quiero decir que 
habíamos solicitado algo similar, pero para todos los Incisos. Pedimos que la Secretaría de la Comisión 
haga un relevamiento de todos los pedidos que hicimos y de los compromisos asumidos por los señores 
Ministros, etcétera, para reclamar el envío de esa información, a fin de contar con ella para la fecha en 
que se tratará el tema en la Cámara. 


Más allá de que me pareció que el maestro Florit tiene una copia sobre lo propuesto por el Consejo de 
Educación Primaria al CODICEN... 


SEÑOR FLORIT.- Ya lo entregamos. 


SEÑOR IBARRA.- Más allá de eso, solicitaría que en nombre de la Comisión se pida oficialmente al 
CODICEN el proyecto remitido por el Consejo de Educación Primaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá, señor Diputado. 


SEÑOR PATRONE.- Nos llegó la fotocopia del informe del servicio de alimentación tercerizada, que 
aclara muchísimo el panorama, especialmente el hecho de que si no se da este incremento, van a ser 
menos los niños que dispondrán de alimentación. Evidentemente, con la misma cifra y habiendo un 
incremento en la matrícula, habrá menos posibilidades de alimentación. 


De todas maneras, aprovechando la presencia de estos invitados, me gustaría preguntarles por el costo anual 
del servicio de alimentación tradicional, que es notoriamente inferior al del servicio por bandejas. ¿Este costo 
anual está incluyendo al personal que se dedica a esas tareas? También quisiera saber si la calidad de esta 
alimentación es similar, mejor o peor de la que proviene del servicio de alimentación tercerizado, a los 
efectos de tener una referencia directa de quienes están supervisando este proceso y tener una idea más 
acabada en ese sentido. 


Otro aspecto es el de la anotación de la matrícula escolar. Todos sabemos que esta es libre en Primaria; no 
como en Secundaria que tiene una jurisdicción. Nos preocupa que en las áreas centrales se está produciendo 
un vaciamiento en las escuelas, contrario sensu de lo que ocurre en la periferia, en donde no dan abasto. 
Además, de tener allí salones llenos, hay otras necesidades locativas como la que se señalaba del servicio de 
comedor; si allí coinciden dos turnos, no dará abasto ni la dotación de personal ni el local, ni será correcta la 
forma de atención. 


Quisiera saber si ustedes tienen algún aporte o solución para el tema de la matrícula, si saben cómo se puede 
trabajar en ese sentido en esa área. Si bien cada padre elige la escuela a la que quiere que vayan sus hijos, 
¿existiría alguna alternativa de ir descongestionando esas escuelas, o provocando que algunas de las 
instalaciones no queden obsoletas por no uso y otras, a su vez, se vean explosivamente recargadas? 


SEÑOR FLORIT.- El señor Diputado propone temas complicados. 


En cuanto a la pregunta sobre el precio, quiero decir que es de $ 9, 33. Eso incluye el promedio de los costos 
diarios de los diversos servicios. Para el que solo almuerza es de $ 7,10, pero el costo de una colonia escolar, 
en donde se desayuna, se almuerza y se cena, está en algo más de $ 20. Las escuelas especiales tienen dos 
comidas -un desayuno o merienda y un almuerzo- por lo que el costo está en $ 9,80. Las cifras exactas las 
vamos a acercar, pero hay cinco categorías distintas de comidas; la referencia es siempre el almuerzo, que es 
de $ 7,10 y los $ 9,33 que aparecen al costado es el promedio de los otros servicios que tienen horario 
extendido, incluido tiempo completo, por ejemplo. Es decir que no estamos promediando el costo del 
personal afectado a estas tareas. El organismo debería establecer un prorrateo de los costos por retribuciones 
personales en el total, pero seguramente es un costo bastante menor con relación a los $ 23 de las bandejas o 
los $ 20 de la comida a granel, que son las dos cifras que aparecen en forma manuscrita en la parte superior. 
La opinión que ha tenido la Federación Uruguaya de Magisterio es que los servicios tercerizados deben 
reservarse a aquellas instituciones que, por razones de equipamiento o locativas, no tienen posibilidad de 
atender el servicio tradicional. 


En los hechos, esta Administración ha ido disminuyendo la cantidad de comida tercerizada, ubicándola en las 
24.000 que están señaladas. Más allá de ello, es evidente que el personal que existe ya está contratado por el 
organismo y que cada vez que se transforma un comedor de cien niños con comida tercerizada a comedor 
tradicional, se atiende a trescientos niños. Ese es el promedio. Parecería de racionalidad administrativa y 
económica habilitar la mayor transferencia posible en los menores plazos, porque ahora que tenemos la 
experiencia de la comida durante los sábados, que se hace por comedor tercerizado en todo el país, también 
en los tradicionales, advertimos que muchas veces hay desajustes entre la cantidad de porciones que se 
envían y los comensales y que el tipo de menú no tiene buena acogida en los niños. 


El segundo tema es, por supuesto, enormemente complejo y refiere a la migración interna y a los 
movimientos demográficos que tiene Uruguay con respecto a la matrícula y al envejecimiento de algunos 
barrios de Montevideo -que, además, se vacían-; éstos tienen poca gente y, además, mayor, como es el caso 
claro de Cordón, Centro, Ciudad Vieja y Punta Carretas, con el agravante de que en algunos barrios la 
segmentación de la matrícula es muy fuerte; es decir, la participación de la educación privada en Punta 
Carretas o en Pocitos es muy alta. Entonces, en este tema no hay ninguna solución fácil. El año pasado se 
instrumentó en Primaria una Comisión reguladora de matrícula, pero no va más allá de solicitar algunos 
traslados y de hacer un relevamiento de las escuelas de la proximidad para ver si tienen algún cupo. Creo que 
esto está vinculado con la necesidad de infraestructura física y, quizás, a políticas públicas de inversión 
interinstitucional que faciliten algunas cosas. Por ejemplo, puede haber predios prendados o hipotecados por 
el Banco de la República Oriental del Uruguay en un barrio donde hay necesidad de construir una escuela, 
cuando Primaria está buscando un predio para construir la escuela. Quizá sean los Directores los que se 
pongan a buscar algo así como una cartera de tierras, de posibles comodatos o tierras hipotecadas. 


Estamos señalando esto con cierto énfasis porque conocemos situaciones concretas en este sentido y porque, 
además, los proyectos de endeudamiento, que es la forma de financiamiento de la mayoría de las obras 
nuevas que se están haciendo, requieren que la contraparte nacional ponga el terreno. Entonces, es un tema 
especialmente sensible e importante que puede tener consideración parlamentaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Federación Uruguaya del 
Magisterio y de los trabajadores de Educación Primaria. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 43) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


